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RESUMEN

El derecho constitucional es una rama del derecho público. Dentro de su

ámbito, tiene a cargo el estudio de la Constitución, la misma que es Ley

Fundamental de un Estado. La Constitución por orden de jerarquía se

encuentra en la cúspide del ordenamiento jurídico y por ello toda la normativa

lega/ de la Nación debe subordinarse a ella.

El cumplimiento de la Carta Magna, se lo garantiza mediante el control

constitucional. Su ejercicio tiene como finalidad la vigilancia y el cumplimiento

de la normativa constitucional, ya sea sobre los derechos y garantías

fundamentales del ciudadano, o de las actividades y funcionamiento de las

instituciones que forman parte del aparato estatal.

En la presente investigación, se abordará temas tales como el control

constitucional y sus diversas formas de ejercerlo, la estructura y organización

del ente de control constitucional ecuatoriano, y finalmente, los efectos de la

declaratoria de inconstitucionalidad de normas con carácter general y

obligatorio.

El ejercicio de la acción de inconstitucionalidad en el Ecuador es restringido, es

decir, en la propia Carta Magna se establece las condiciones para la

presentación de demandas en ese sentido, por lo que es evidente que no

alcanza la capacidad legal y simple voluntad del ciudadano común para

ejercerla. De ahí que la conformación y período de los miembros del T.C., no

son los más convenientes para proteger la independencia y durabilidad que el

cargo por su categoría merece.

Por último, yen su calidad de factor substancial de la investigación, los efectos

de la resolución que contiene la declaratoria de inconstitucionalidad de una

norma de carácter general y obligatorio. En el Ecuador, esa declaratoria nos

lleva a la expulsión definitiva del ordenamiento jurídico de la norma infractora.

En la práctica debido a la limitación en sus facultades, el ente de control carece

de potestades, de las que debería estar investido, para crear un verdadero

ambiente de justicia constitucional.
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INTRODUCCiÓN

La Constitución como Ley Fundamental de la Nación, es la base fundamental

sobre la cual se apoya todo el universo jurídico de un Estado. Su evolución es

notable desde la primera mitad del siglo XIII donde aparece su antecedente

primigenio en Inglaterra con la Carta Magna. Las primeras declaraciones son.4 _

un intento por regular los derechos del hombre.

Es en 1971, donde la primera Constitución francesa aplica lo que se denomina

como principios del constitucionalismo clásico. Posteriormente, en el siglo XX a

consecuencia de las guerras mundiales de 1913 y 1945, nace el

constitucionalismo social, para complementar el constitucionalismo clásico y

dar un toque mas profundo en la protección de derechos humanos.

El control constitucional es consecuencia necesaria del cumplimento,

subordinación y aplicación de la Carta Magna. Tiene su origen en el doble

principio de legalidad y constitucionalidad, que propugna la subordinación de

los actos y decisiones a las leyes, pero fundamentalmente la sumisión de todos

ellos a la Constitución.

Mediante la indagación en la doctrina constitucional, analizaremos las formas

de control, dejando claramente evidenciado el método que se utiliza en el

Ecuador. Según nuestro aporte estableceremos las facultades y atribuciones

de las que el ente de control constitucional debe encontrarse revestido, así

como los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad, punto excluyente

dentro de esta investigación.

Para hacer el análisis de los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad,

cabe anotar que esos efectos crean conflictos teóricos y prácticos,

especialmente en lo referente a sus consecuencias temporales (retroactividad

vs irretroactividad), ya que desde la perspectiva espacial no existe mayor

apremio.



En adelante, se desarrollaran los temas expuestos en base a la investigación

doctrinaria y a partir de la misma se realizaran las propuestas tendientes a

mejorar y efectivizar los efectos de las resoluciones dictadas por el ente de

control constitucional.



CAPITULO I LA

CONSTITUCIONAL

CONSTITUCION y EL

1

CONTROL

TITULO 1.- ORIGEN, EVOLUCION y TEORIA

1.1. ORIGEN

1.1.1 DEFINICION

La Constitución y de manera más amplia, el Derecho Constitucional ubicado

dentro del derecho público, orienta con carácter preeminente a las otras ramas

del derecho, sea este público o privado; estableciendo de esta manera los

patrones del orden jurídico de una sociedad. Por otro lado, es sostén del

sistema democrático en un Estado, contribuyendo a la estabilidad y

supervivencia de este modelo.

Su origen lo encontramos en la imperante necesidad de respetar y hacer

respetar los derechos humanos, tarea que constituye el más alto compromiso

del Estado con sus ciudadanos.

En la Constitución Política ecuatoriana, dentro del título concerniente a los

derechos, garantías y deberes nos encontramos con la norma que determina la

tutela de los derechos humanos y dice lo siguiente:

"Art. 16.- El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer

respetar los derechos humanos que garantiza esta Constitucion" ;

Enunciado al que podemos agregar, aquellos derechos humanos que se

desprenden de los instrumentos internacionales.

En el Art. 17 Y 18 de la Carta Magna, continúa la disposición relativa al ejercicio

de los derechos humanos. Es así, que el Estado garantiza el libre y eficaz

1 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, Constitución Política de la República del Ecuador,
Corporación de Estudios y Publicaciones, 1998.
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ejercicio de los derechos humanos consagrados en la Carta Magna, y también

de aquellos contenidos en tratados internacionales y otras normas.

Por último, en materia de derechos y garantías constitucionales, avala su

directa e inmediata aplicabilidad, por parte de jueces, tribunales y autoridades

competentes. Es decir, las restricciones son mínimas al momento de aplicar las

normas constitucionales, su interpretación velará siempre por su efectiva

vigencia y un principio básico de la supremacía constitucional, que consiste en

que ninguna ley del ordenamiento jurídico interno podrá restringir el ejercicio

pleno de estos derechos.

De lo dicho, se desprende que el contenido de la Constitución se divide en dos

segmentos fundamentales: la parte dogmática, donde se encuentran

consagrados los derechos humanos o básicos del hombre, tales como los

derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y colectivos; todos

ellos con sus respectivas garantías ejercidas mediante acciones que le dan

validez y "eficacia" al control constitucional.

Por otro lado, la parte orgánica, que en pocas palabras, se encarga de regular

los aspectos esenciales de la organización y funcionamiento de las

instituciones políticas de un Estado. Aquí una definición clara y breve de la

Carta Magna: u.•• la Constitución es el fundamento sobre el cual se levanta la

totalidad del orden jurídico y ella determina las condiciones de validez de todas

las demás normes",

Ahora, indaguemos en una de las definiciones de control constitucional, en esta

ocasión procedente del intelecto de los legisladores ecuatorianos, en el año de

1997:

"Art. 1.- El control constitucional tiene por objeto asegurar la eficacia

de las normas constitucionales en especial de los derechos y

2 SALGADO PESANTES, Hernán, Lecciones de Derecho Constitucional, Quito , Asoc iación Escuela
de Derecho, 2002. pág . 25.
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garantías establecidos a favor de las personas, los cuales son

plenamente aplicables e invocables ante cualquier juez, tribunal o

autoridad pública. ,,J .

Si analizamos detenidamente el objeto y finalidad del control constitucional en

el Ecuador, nos encontramos que radica principalmente en la necesidad de

asegurar a los ciudadanos el cumplimiento de los derechos básicos

consagrados en la Carta Fundamental", y el velar por el cumplimiento de la

organización y funcionamiento de las instituciones que conforman el aparato

estatal.

En su segundo apartado, la Ley Orgánica de Control Constitucional , da por

sentado la supremacía de la Constitución y, por consiguiente, la subordinación

de todo el ordenamiento jurídico hacia ella:

"Art. 2.- Carecen de valor las normas de menor jerarquía que se

opongan a los preceptos constitucionales. Sin embargo, los

derechos y garantías señalados en la Constitución no excluyen el

que, mediante ley, tratados o convenios internacionales y las

resoluciones del Tribunal Constitucional, se perfeccionen los

reconocidos o incluyan cuantos fueren necesarios para el pleno

desenvolvimiento moral y material que deriva de la naturaleza de la

persona. ,,s.

Además señala una atribución especial para el perfeccionamiento y desarrollo

de los derechos de las personas, con lo que se confirma la idea de resaltar el

humanismo y proteger la dignidad de las personas como fin último.

3 CONGRESO NACIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, Ley Orgánica de Control
Constitucional, Corporación de Estudios y Publicaciones, 1997.
" Cabe resaltar que se destaca de manera preeminente en esta definición de control constitucional, la
protección de los derechos humanos consagrados en la Const itución, superpuesta a la institucionalidad del
Estado; jerarquía que en mi opinión es de trascendental importancia en esta época en la que el humanismorsus caracteres básicos se díluyen ante el ~onsurnismo desmesurado.

CONGRESO NACIONAL DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, Ley Orgánica de Control
Constitucional, Corporación de Estudios y Publicaciones, 1997.
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1.1.2. ANTECEDENTES HISTORICOS

En la primera mitad del siglo XIII, concretamente en 1215, nace en Inglaterra la

Carta Magna, que viene a ser un ensayo de lo que en el futuro se denominaría

como Constitución; decimos ensayo debido a que sus artículos se concentran

en regular los derechos de los ciudadanos y hacen un vago intento por regular

las actividades y funciones de un Estado que para ese tiempo no existía como

tal, es decir, el Estado Social de Derecho.

De ahí que la Carta Magna fue acompañada por otros instrumentos tales como

la Petición de Derechos, el Instrumento de Gobierno (Instument of Govemment,

en 16536
, considerada por muchos como la única Constitución escrita que tuvo

Inglaterra); The Habeas Corpus Act 7
; y por último, The Bill of Rights o

Declaración de derechos inglesa; para así consolidar la evolución del

constitucionalismo ingles por encima de los ordenamientos de los países de la

zona en el siglo XIII.

Posteriormente, en 1776, con la independencia de las trece colonias de

Norteamérica, se elabora la Declaración de Derechos de Virginia, que por su

carácter general y amplio reconoce los derechos de todo ser humano sin

distinción de ninguna clase, además de los elementos básicos necesarios para

implementar un sistema de gobierno; toda esta normativa sintetizada en 16

artículos.

Casi de manera paralela a este fenómeno democrático, Locke y algunos

pensadores franceses de la época, dan inicio a lo que más tarde se

denominaría constitucionalismo clásico. Es en la Asamblea Nacional

Constituyente de 1789, donde tras amplio y solemne debate se aprueba la

Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de Francia.

6 SALGADO PESANTES, Hernán, Lecciones de Derecho Constitucional, Quito, Asociación Escuela de
Derecho, 2002 .
7 Impuesta por el parlamento al Rey en 1679, consagra la garantía básica del habeas corpus para proteger
la libertadfisica.
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En 1791 emerge la primera Constitución francesa, la cual no resistiría mucho

tiempo debido a la inestabilidad generada por los tiempos de revolución que

vivía el pueblo Galo, pero que finalmente dejaría sentado claros precedentes

para la emancipación de los pueblos, en especial de los hispanoamericanos; y

que además consagró principios constitucionales universales que serían

recogidos por el constitucionalismo clásico, como las doctrinas del poder

constituyente, de la soberanía nacional o de la representación; por nombrar los

de mayor trascendencia.

La soberanía nacional y la representación radican en un contrato tácito que los

ciudadanos contraen con el Estado al ostentar esa ciudadanía, es decir, el

pacto social propuesto por Rousseau se aplica plenamente cuando el pueblo

manifiesta la voluntad de ser representado por sus mandatarios.

En el siglo XIX, es donde se cristaliza el constitucionalismo clásico como tal,

dividiéndose el texto supremo en dos partes: dogmática y orgánica. España,

Suiza, Suecia, Noruega Grecia, Bélgica, entre otros países europeos, serían

los que elaboren Constituciones para sus pueblos en aquel entonces.

Los principios sobre los que basaba su tesis el constitucionalismo clásico eran

los siguientes: Consagración de los derechos individuales, la separación de

poderes, la soberanía reside en el pueblo, gobierno representativo, sufragio

restringido, responsabilidad gubernamental, régimen parlamentario, régimen

presidencial y republicano, sistema federal y doble principio de legalidad y

constitucionalidad de las leyes.

En el siglo XX, debido a las guerras mundiales y a que algunos países

decidieron abandonar el constitucionalismo ctásíco" se da un pequeño proceso

de desconstitucionalización.

8 Rusia 1918, régimen marxista-leninista; Italia 1922, régimen fascista ; Alemania 1933, régimen nazi.
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Finalmente, nace el Constitucionalismo Social, también denominado

constitucionalismo de posguerra, ya que hace su aparición en el siglo XX a

consecuencia de la primera y segunda guerras mundiales.

Debido a la crisis que causaron los enfrentamientos entre las naciones y,

subsidiariamente a los excesos del individualismo existente en la época, se

hace necesario una reforma en el ordenamiento jurídico-político de los pueblos,

y es aquí donde esta corriente toma fuerza en base a los principios del

constitucionalismo social.

Los umbrales del constitucionalismo posguerra son: derechos económicos y

sociales (... los cuales vienen a completar y a dar sentido a los derechos

indlviduates)", sufragio universal (derecho a voto se amplía, sin restricciones

por razones de raza, sexo ni condición social), consulta popular (democracia

semidirecta de gobierno), representación proporcional de las minorías,

planificación Económica y Social (para plasmar en la realidad la

implementación de los derechos económicos y sociales, pilares del

constitucionalismo social), racionalizar la administración pública (modernizar las

estatales para mayor eficiencia en el servicio).

Finalmente existe una mayor intervención del Estado para asegurar un mínimo

de bienestar, es decir, justicia social. Lastimosamente, muchas de las nuevas

constituciones solo sirvieron de fachada, porque en la realidad nunca se las

aplico como tal.

1.2. EVOLUCION DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

El control constitucional, nace con el constitucionalismo clásico,

específicamente en el siglo XIX. Es así como el doble principio de legalidad y

de constitucionalidad estipula que las decisiones y actos gubernamentales

deben necesariamente estar subordinados a las leyes, las mismas que por

razón de jerarquía se encuentran subordinadas a la Constitución o Ley

Suprema.

9 SALGADO PESANTES, Hemán, Lecciones de Derecho Constitucional, A.E.D 96, Editorial
Florencia, Quito, 1996.
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Esta idea se basa principalmente en la facultad investida en los ciudadanos de

oponerse a actos inconstitucionales ante la Función Judicial, que los

perjudiquen de manera directa dentro de un determinado proceso.

Para cuidar de la constitucionalidad se desarrollaron dos modelos: el control

concentrado, que lo realiza un órgano especializado y creado específicamente

para ese fin; y, el control difuso, en donde la Función Judicial por medio de sus

jueces tiene la facultad de inaplicar una norma que se encuentre

evidentemente contraviniendo los preceptos constitucionales.

El control político es otra forma de vigilar la constitucionalidad, lo ejerce un

órgano derivado de una de las tres funciones del Estado (generalmente el

Ejecutivo o el Legislativo), por lo que su independencia es materia de

cuestionamientos en una cantidad considerable de tratadistas; problemas que

se reflejan en la poca acogida a nivel mundial de este modelo.

En el siguiente título analizaremos detenidamente a cada una de las formas de

control constitucional, remontándonos a sus orígenes espaciales y temporales,

y a la trascendencia que poseen en la actualidad en el contexto jurídico

ecuatoriano.

1.3 TEORIA DE LA CONSTITUCION

El estudio de la Constitución es solo una parte del Derecho Constitucional

propiamente dicho, es decir, constituye su piedra angular; pero su ámbito no se

limita simplemente a la Constitución como tal.

El pacto social es la base de lo que actualmente llamamos Constitución. En

esta encontramos que los ciudadanos de un pueblo de manera libre y

voluntaria consienten en el hecho de limitar sus libertades y someter sus

actuaciones a las autoridades por ellos designadas.

Dicho de esta manera el Pacto Social de un pueblo, constituye el fundamento y

los cimientos sobre los que se construyen el Estado Social de Derecho.
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En las primeras Cartas Políticas de nuestro país, es decir, en las que fueron

dictadas en los años de 1830,1835,1845,1851,1852,1861 Y 1878; se parte

del siguiente principio rector: "se compone de todos los ecuatorianos reunidos

bajo un mismo PACTO de asociación política "; declaración que consta como

primer articulo de las mencionadas Constituciones Políticas.

El Referéndum, posterior al texto elaborado por los constituyentes, refuerza

plenamente y da sustento a la teoría del pacto social; debido especialmente a

que constituye una ratificación del contenido de la nueva o reformada Ley

Suprema, por parte del soberano que es el pueblo.

Todas las leyes de un Estado se encuentran subordinadas y deben estar de

acorde a la Constitución Política vigente; de aquí se desprende la Supremacía

Constitucional, que quiere decir que la Carta Magna se encuentra en la cabeza

del ordenamiento jurídico y que legalmente nada ni nadie puede oponerse a su

contenido.

Kelsen plasmó la supremacía constitucional en la denominada pirámide

jurídica, donde la Constitución ocupa la cúspide de la misma, de donde se

desprende que todas las leyes y actos legislativos de un Estado, son válidos

siempre y cuando se deriven de la Constitución, con lo cual mantiene

coherencia y unidad el ordenamiento jurídico.

Por otro lado, el poder constituyente viene a ser el órgano con especial

competencia para dictar o reformar la Constitución, frente a los "poderes

constituidos" que tienen normal capacidad o competencia para expedir las

demás normas jurídicas. 10

Estos son los aspectos primordiales que explican la teoría de la Constitución,

cada uno de ellos tiene su importancia particular y en conjunto permiten

visualizar de mejor manera las características que tiene la Carta Política.

10 SALGADO PESANTES, Hemán, Lecciones de Derecho Constitucional, Asociación Escuela de
Derecho. Quito, 2002 .
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1.4. ANALl51S SOBRE FALENCIAS EN EL CONTROL CONSTITUCIONAL

EN LA CARTA POLlTICA DE 1998.

El control constitucional, en forma primitiva, data desde los inicios de la

República, es decir, la Constitución de 1830. En ella no se hace más que--------
obligar a los funcionarios estatales mediante un juramento de fidelidad a la

Carta Magna; y además se delinea la idea de supremacía constitucional.

En 1835 se hace un avance importante en el control de constitucionalidad, se

designa expresamente al Congreso Nacional como único intérprete de la

Constitución, mientras que los órganos ejecutores de las leyes defienden la

Carta Fundamental al examinar y decidir sobre las normas que se presenten en

el ámbito de su competencia.

Posteriormente se avanza poco en la Constitución de 1843; en 1845 se define

la supremacía constitucional, es decir, que toda Ley se encuentra subordinada

a la Carta Magna, y no puede contraponer sus preceptos.

Las Constituciones de 1851, 1852 Y 1861, siguen un similar lineamiento de

control, con una novedad, que consiste en la posibilidad que se le otorga al

ciudadano común para reclamar sobre infracciones, principalmente en lo

inherente a garantías y derechos consagrados en la Constitución. El Consejo

de Estado ejerce funciones de velar por la observancia de la Carta Magna.

En 1869 se hace una ampliación importante en lo pertinente al ente al que el

ciudadano acudía a reclamar sobre infracciones a la Constitución, es decir, la

Función Judicial pasa a formar parte del grupo antes conformado por el

Ejecutivo y el Legislativo, exclusivamente.

Esta es la tónica de lo que se puede considerar como los inicios del control de

constitucionalidad en el Ecuador, a la postre una segunda época con

pensamientos más certeros y modernos si así se los puede llamar.
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Es en la Constitución de 1906, donde por fin se confiere la facultad de

interpretación con carácter "generalmente obligatorio" al Congreso, sobre las

normas de la Carta Magna; es decir, además de lo que consagraron

Constituciones preliminares sobre interpretación de la Constitución, se instituye

que esa interpretación tendrá fuerza obligatoria y universal, dentro de los

límites del territorio nacional.

Posteriormente, no es hasta 1945, donde los constituyentes deciden la

creación del Tribunal de Garantías Constitucionales, como organismo

especializado en el control de constitucionalidad, pero con la decisión final del

Congreso Nacional, es decir, adolece del principio básico de independencia.

La Constitución de 1946, elimina el precepto por el cual un funcionario deja de

aplicar una norma por su contrariedad con la Carta Magna, además se otorga

la facultad de interpretar de modo generalmente obligatorio la Constitución a la

Corte Suprema de Justicia, eso sí provisionalmente.

En 1967, la Corte Suprema de Justicia se ve investida de una facultad

"suprema" que primariamente en Constituciones anteriores ejercía a medias y

es extraña a sus atribuciones naturales, o de aquella en la que inaplica una

norma por inconstitucional solo para el caso concreto. En esta nueva edición de

la Carta Magna, le otorgó la facultad de suspender leyes inconstitucionales, por

la forma o por el fondo, y lo más sobresaliente es el carácter "generalmente

obligatorio" de sus resoluciones en la materia. Esta situación no afecta a la

interpretación del Congreso Nacional, porque se mantiene de la misma

manera.

En la Constitución de 1979, no es mayor el adelanto en el control de la Ley

Suprema. Posteriormente, se hacen reformas en los años de 1983, 1992 Y

1996, donde se intentó corregir y ampliar ciertas deficiencias existentes en el

control constitucional y de manera específica fortalecer el órgano encargado

del control, es decir, el Tribunal Constitucional, el cual será analizado en el

capítulo siguiente.
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Es en la Asamblea Nacional Constituyente de 1998, donde se modifican las

atribuciones y estructura del órgano de control constitucional. Se hace una

breve reseña sobre la supremacía del Texto Constitucional y de cómo las

demás leyes deben estar subordinadas a la Constitución y no contradecirla o

alterarla de ninguna manera.

El Tribunal Constitucional, de acuerdo a las reformas de 1998, se encuentra
. ....

conformado por nueve vocales, con sus respectivos suplentes; y son elegidos

por el Congreso Nacional en base a las siguientes propuestas:

• Dos miembros, de ternas enviadas por el Presidente de la República.

• Dos miembros, de ternas enviadas por la Corte Suprema de Justicia.

• Dos miembros, elegidos por el Congreso Nacional, los mismos que no

deben ostentar la dignidad de legisladores.

• Un miembro, de la terna enviada por alcaldes y prefectos provinciales.

• Uno de la terna remitida por las centrales de trabajadores y las

organizaciones indígenas y campesinas nacionales, legalmente

reconocidas.

• Uno de la terna enviada por las Cámaras de la Producción, legalmente

reconocidas.

El Congreso Nacional, elige a los vocales del TC, con el voto favorable de la

mayoría absoluta de sus integrantes. Sus miembros deben reunir los mismos

requisitos exigidos para los ministros de la Corte Suprema de Justicia, y

estarán sujetos a las mismas prohibiciones. Finalmente, no serán responsables

por los votos y/u opiniones que formulen en el ejercicio de su cargo

Cabe anotar que en nuestro criterio, dentro de la elección de los vocales del

TC, la ingerencia de la función legislativa esta sobrando; digo esto porque

generalmente en nuestro país esas designaciones responden a intereses

políticos, y como todos sabemos el Tribunal Constitucional debe ser un órgano

puro, independiente e imparcial de intereses particulares o partidistas, y debe

dedicar sus esfuerzos para velar por una consigna superior como lo es la
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vigilancia del estricto cumplimiento de la Ley Suprema del Estado, de

conformidad con sus atribuciones.

El período de duración de los vocales del Tribunal es de cuatro años. Este

tiempo se lo ha establecido en base a los intereses de la partidocracia

ecuatoriana para aprovechar ese nicho de poder con el Congreso y Gobierno

de turno, es decir, el que tiene mayoría en el Congreso siempre va a dominar

las decisiones en el Tribunal Constitucional porque sus miembros tendrán que

responder a los intereses del partido que logró su designación.

La reflexión anterior se la formula en base al estudio de legislaciones

extranjeras, en las que los miembros de los órganos de control constitucional,

permanecen entre 6 y 12 años en funciones, con lo que se permite tener a las

personas idóneas para tan alta función, que no respondan a los intereses de

ningún partido político y que tengan la continuidad que merece el cargo.

Por último, cabe resaltar que los vocales del TC, se encontraban investidos de

inmunidad similar a la que tienen los legisladores del Congreso Nacional, salvo

el caso de delito flagrante previa calificación de la Corte Suprema de Justicia.

Esta inmunidad se recorto con las reformas de 1996, derivando en una

inmunidad de fondo que los libera de responsabilidad en sus votos y también

en las opiniones que formularen en el ejercicio de sus facultades como

miembros del Tribunal Constitucional. Esta disposición se encuentra

expresamente contenida en el párrafo segundo del Art. 275 de la Constitución

Política del Ecuador.

TITULO 11.- FORMAS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

Con el fin de garantizar la supremacía constitucional, los ordenamientos

jurídicos de las distintas naciones, especialmente de aquellas que viven bajo el
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régimen de Estado de Derecho, han adoptado formas para ejercer dicho

control.

En Occidente se puede evidenciar la presencia de tres grandes formas de

control, el sistema político y el sistema jurisdiccional tanto difuso como

concentrado.

2.1. CONTROL pOLíTICO

El antecedente inmediato de este control se encuentra en lo que los franceses

desde la época de la revolución, han considerado en su legislación como

control constitucional.

El Consejo Constitucional Francés, presenta dos matices. Por un lado, es un

ente con atribuciones judiciales, y por el otro, sus miembros son elegidos de un

modo eminentemente político; de lo que se desprende su calidad imprecisa, al

ejercer funciones de Juez (Judicial) pero en la persona del legislador

(Legislativo) con miras a la vigilancia de la Constitución.

El espíritu en la conformación del organismo de control constitucional, obedece

a que el pensamiento de los franceses con respecto a los jueces en tiempos de

revolución estaba deteriorado, debido a que en época de monarquías los

parlamentos judiciales que aplicaban justicia se excedieron en la práctica de

sus funciones, dejando una pobre imagen de la administración judicial a los

ciudadanos del pueblo Galo.

Con este antecedente, el gobierno revolucionario fortalece las decisiones y

atribuciones de las funciones ejecutiva y, sobre todo, legislativa; con lo que se

elimina la posibilidad de excesos por parte de los jueces.

Es así que a la función judicial, se le niega la posibilidad de revocar actos

administrativos y de anular o suspender la aplicación de leyes. Estos preceptos

se encuentran contenidos en la Constitución revolucionaria de 1791. Cabe

anotar que desde ese momento se implantó la restricción hacia el órgano
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judicial para decidir sobre la inconstitucionalidad de actos y leyes, emanados

por las otras dos funciones del Estado francés.

El antecedente de control político francés, recae sobre la "jurie constitutionaire"

de Sieyés, quien propuso en el año 111 la creación de un jurado constitucional

que examine la conformidad de las leyes con la Constitución, idea que en ese

momento no fue tomada en cuenta.

No es sino hasta el año VIII, cuando se le otorga al Senado Conservador la

facultad de mantener o anular los actos y leyes que conociera sobre

constitucionalidad. Posteriormente, el Senado de 1852, se reviste de las

mismas atribuciones en pos de la salvaguarda del pacto fundamental y las

libertades de los ciudadanos.

Finalmente, la Constitución Francesa de 1958, creó un Consejo Constitucional,

órgano de control político y con carácter preventivo esencialmente en la

formación de leyes.

El autor de nacionalidad argentina Maximiliano Torricelli, en referencia al

control político dice:

" Necesaria consecuencia de este sistema es la derogación lisa y

llana de la norma. Se trata verdaderamente de funciones de

legislador negativo, porque incluso puede considerar una norma

inconstitucional por razones de oportunidad, mérito o conveniencia,

situación que le toca evaluar como órgano político que es... }} 11.

Además al no ser juristas los integrantes de tal órgano, difícilmente se realizará

un estudio técnico que lleve a fundamentar jurídicamente la resolución que

contenga la declaratoria de inconstitucionalidad; de aquí que la revocatoria de

la norma es lisa y llana.

JI TORRICELLI, Maximiliano, El sistema de control constitucional argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires, 2002.



15

En los años 80 en el Ecuador, se comprobó en la práctica que este tipo de

control se contrapone a los ideales de independencia del órgano de control

constitucional; debido a que la Constitución del 1978-79, limitaba la facultad del

Tribunal de Garantías Constitucionales, ya que sus resoluciones debían pasar

por el Congreso Nacional antes de ser declarada la inconstitucionalidad como

tal.

Entonces el órgano de control constitucional no daba más que una guía o un

criterio para que la Función Legislativa decida en última instancia sobre la

constitucionalidad en determinada materia; una suerte de juez y parte para esa

función del Estado.

Kelsen ya había prevenido sobre esta incoherencia jurídica en su ensayo "La

garantie jurisdictionelle de la Constitution" (Francia, 1928); cuando señala como

una ingenuidad política el permitir que sea el propio Parlamento quien derogue

una ley inconstitucional.

2.2. CONTROL JURISDICCIONAL DIFUSO

Es en los Estados Unidos en el año de 1803, donde tiene su antecedente más

próximo lo que hoy se conoce como control judicial o control difuso, con la

célebre decisión del juez Marshall dentro del caso Marbury vs. Madison, quien

no ostentaba la calidad de abogado, sino que era un militar con sólidas

nociones de derecho y justicia.

El caso Marbury vs. Madison, se suscitó entre otras cosas debido a que

Marbury era una de los jueces designados por el juez Marshall, presidente de

la Corte Suprema por 34 años en tiempos del presidente Adams, para formar

parte de su administración. Esta designación no estaba dentro de los planes de

Madison, quien desempeñaba el cargo de Secretario de Justicia del nuevo

presidente Jefferson.

Por esta consideración, Madison no dio paso a la designación ordenada por

Marshall, lo que desencadenó en que Marbury recurriera a la Corte Suprema

para que de curso a su designación.
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La Corte Suprema, temerosa de que el Gobierno de Jefferson desconociera su

resolución sobre el caso Marbury, emite una sentencia tomando como base la

inconstitucionalidad de la Ley de Organización Judicial por la cual se le pedía

que intervenga; aduciendo así que la Carta Magna norteamericana le dotaba

de tal facultad de intervención exclusivamente en vía de apelación y no como

se intentaba por medio de la mencionada ley, en primera instancia.

Los puntos trascendentales sobre los que trata la sentencia redactada por el

juez Marshall en relación al control judicial, se traducen en la efectividad de la

supremacía constitucional, y en la obligación de los jueces de aplicar el

derecho asegurando esa supremacía de la Ley Fundamental.

Es por estos dos puntos sobresalientes, que Marshall sostiene que una norma

expedida por el Legislativo que se encuentra en pugna con la Constitución

dentro de un caso determinado, debe ser declinada en su aplicación, y

seguidamente, sin más dilaciones aplicar el precepto constitucional, esto como

atribución natural de los jueces.

Cabe resaltar que esta facultad no se encontraba expresamente determinada

en la Constitución de ese país, pero es consecuencia necesaria en pos de la

salvaguarda de los intereses ciudadanos, es decir, es competencia implícita de

las cortes y tribunales judiciales al aplicar el derecho.

El control jurisdiccional difuso. como se lo conoce actualmente en nuestro país,

comprende la posibilidad de inaplicar una norma discurrida como

inconstitucional dentro de un caso concreto en manos de un juez, tribunal o

autoridad competente. Esta definición justifica la norma constitucional que al

respecto del control difuso transcribimos:

"Art. 274.- Cualquier juez o tribunal, en las causas que conozca,

podrá declarar inaplicable, de oficio o a petición de parte, un

precepto jurídico contrario a las normas de la Constitución o de los
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tratados y convenios internacionales, sin perjuicio de fallar sobre el

asunto controvertido .

Esta declaración no tendrá fuerza obligatoria sino en las causas en

que se pronuncie. El juez, tribunal o sala presentará un informe

sobre la declaratoria de inconstitucionalidad, para que el Tribunal

Constitucional resuelva con carácter general y obligatorio. JI 12

La declaración de inaplicabilidad de una norma impugnada por encontrarse en

contra de los preceptos constitucionales, compone el espíritu de esta norma.

Por ejemplo, si dentro de un proceso civil ventilado ante un juez de esa

materia, una de las partes invoca una norma del Código de Civil y se determina

que la misma se encuentra contraviniendo algún precepto consagrado en la

Constitución, el juez procederá en ese caso concreto a inaplicar la norma por

su calidad de inconstitucional.

Posteriormente, enviará informe al Tribunal Constitucional sobre la situación de

inconstitucionalidad para que este dictamine con carácter general y obligatorio.

Un punto que a nuestro parecer es controvertido dentro del artículo citado,

consiste en la inaplicabilidad de una norma que contravenga a los tratados y

convenios internacionales. Esta apreciación la hacemos en vista de que el

control es "exclusivamente" constitucional, y no como se intenta con una norma

que se encuentra sobre todas las leyes del ordenamiento jurídico, pero bajo el

imperio de la Constitución Política de la República.

Con estos antecedentes, repasemos lo que nos dice la Ley sustantiva civil

ecuatoriana sobre la jurisdicción para entender de mejor manera el control

jurisdiccional:

"Art. 1.- La jurisdicción, esto es, el poder de administrar justicia,

consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado

12 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, Constitución Política de la República del Ecuador,
Corporación de Estudios y Publ icaciones, 1998.
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en una materia determinada, potestad que corresponde a los

magistrados y jueces establecidos por las leyes... n 13

Este articulado expresa que en nuestro caso es la Función Judicial la

encargada de ejercer el control difuso constitucional, indiscutiblemente

mediante sus jueces (primera instancia y Corte Superior) y Magistrados.

Sería un absurdo legal el permitir que el Congreso Nacional en nuestro país,

además de la posición de creador de leyes que ostenta, sea el ente que en

última instancia decida sobre la constitucionalidad de las normas que instauro.

Por ello, sobre el control difuso, un autor argentino dice lo siguiente:

"Es mucho más racional entender que los tribunales han sido

concebidos como un cuerpo intermedio entre el pueblo y la

legislatura, con la finalidad, entre otras varias, de mantener a esta

última dentro de los límites asignados a su autoridad" 14.

Para un mejor entendimiento, podemos decir que se le otorga este poder

extraordinario de interpretación y decisión sobre inaplicación de normas por

inconstitucionalidad a la Función Judicial, representada por sus jueces y

magistrados; para no concentrar un poder sobre las leyes que haría absoluto al

que ya posee la Función Legislativa, personificada en sus "honorables

leqisladores".

Los efectos de las decisiones que se tomen en el ejercicio de esta facultad

aplican para el caso concreto, es decir, resultados inter parles y no erga

omnes, por lo que la Ley subsistirá como tal en el ordenamiento jurídico, pero

se transforma en inaplicable para aquel que la impugno con éxito en el caso

concreto.

13 CONGRESO NACIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, Codificación del Código de
Procedimiento Civil, Corporación de Estudios y Publicaciones, Quito, 2005.
14 TORRICELLI, Maximiliano, El sistema de control constitucional argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires, 2002; pág. 43.
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u En este sistema el juez no anula la Ley, simplemente se limita a

declarar una nulidad preexistente. .. ... Por el/o, en el caso concreto,

se prescindirá de la norma como que la misma nunca hubiera

existido (eficacia retroactiva o extunc)" 15.

Con esta aclaración nos permitiremos entender de mejor manera el alcance en

la aplicación de este sistema.

2.3. CONTROL JURISDICCIONAL CONCENTRADO

Debido a que el sistema de control difuso no brindaba las garantías necesarias,

ni la seguridad constitucional requerida; es en Austria donde el doctrinario Hans

Kelsen, plantea la jurisdicción constitucional concentrada, sistema que es

acogido e implantado en la Carta Magna de 1920 de su país.

En esos tiempos la mayoría de naciones europeas, especialmente las de

Occidente, adoptaron este sistema que se lo planteó en contraposición al

régimen político francés.

La finalidad de este control no está en la obsesión de desconfiar de los jueces,

sino mas bien en la importancia y atención que la Ley Fundamental como tal

merece, por lo que se instaura un tribunal especializado en materia

constitucional para desconcentrar el poder y además para que en última

instancia decida sobre temas constitucionales con carácter general y obligatorio

o interpartes, según el caso.

En principio, se ejerce el control concentrado por la vía principal o de acción,

facultando de manera restrictiva a los sujetos activos de esta acción, es decir,

su alcance no incluye al común de la población. Con el tiempo este sistema ha

sufrido variaciones en los distintos ordenamientos que lo adoptaron.

15 TüRRICELLI, Maximiliano. El sistema de control constitucional argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires, 2002; pág. 44. Por su parte , la inconstitucionalidad ex tune anula todo lo actuado desde el
momento en que fue emitido el acto o norma impugnada, es decir, tiene efecto retroactivo; mientras que
la declaratoria ex nunc solo tendrá efectos para el futuro, es decir, desde el momento en que se declara
inconstitucional la norma .
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u La decisión del Tribunal es constitutiva, si bien produce la

derogación de la norma (erga omnes), no genera necesariamente su

nulificación, por lo que sus efectos producen el cese de vigencia

para el futuro... " 16.

De esta apreciación se desprende que los efectos de una sentencia que

declare la inconstitucionalidad de una ley no son retroactivos, es decir, que

fruto de esa declaratoria desaparece la norma en el ordenamiento jurídico

interno, eso sí desde el momento en que se publica en el Registro Oficial 17.

" ... .inclusive en el Tribunal austriaco se reconocía la posibilidad de

declarar la invalidez a partir de un momento posterior, con tal de que

el mismo no fuera superior a un año.n 18.

En este fragmento el autor quiere evidenciar la posibilidad de que la

declaratoria de inconstitucionalidad tenga efecto futuro y no inmediato.

Para ser más precisos propongamos un caso hipotético. En el supuesto de que

se crea una ley con nuevos impuestos por el lapso de un año, destinados a la

construcción de un hospital en una comunidad alejada de la sociedad;

posteriormente se declara la inconstitucionalidad de la norma que implanto los

mencionados tributos.

Existen dos posibilidades: la primera, que la inconstitucionalidad entre en

vigencia al momento de ser declarada, con lo que se perdería la posibilidad de

cumplir con la tarea en mención; y la segunda, que se continúe cobrando el

impuesto hasta llegar al monto que permita la ejecución de tan indispensable

obra, es decir, la declaratoria causará efectos en el futuro.

16 TORRICELLI, Maximiliano , El sistema de control constitucional argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires, 2002; pág. 45.
17 En el caso ecuatoriano, una norma o la anulación de la misma entra en vigencia y con plena validez al
momento en que se publica y por ende generaliza, en el Registro Oficial.
18 TORRICELLI, Maximiliano, El siste ma de contro l constitucio nal argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires, 2002; pág. 45.
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Ulteriormente analizaremos a fondo los efectos futuros, además de las

consecuencias en el pasado de las sentencias de inconstitucionalidad.

El sistema difuso se pone en practica cuando el juez inaplica una norma dentro

de un caso concreto puesto en su conocimiento; mientras que en el control

concentrado, propuesto por Hans Kelsen, la inconstitucionalidad de una norma

o acto puede ser demandada en cualquier momento por los sujetos legitimados

para plantear dicha acción.

Como ocurre en la mayoría de sistemas, este dista de ser perfecto. En el

Ecuador se combina el control constitucional, es decir, es un sistema mixto

donde convergen tanto el control difuso como el control concentrado

considerando las características sociológicas en las cuales funciona.

El sistema ecuatoriano es heterogéneo, pero siempre con la decisión en última

instancia del Tribunal Constitucional.

El Tribunal Constitucional ecuatoriano (control concentrado), conoce las

demandas que por inconstitucionalidad de leyes o normas que conforman el

ordenamiento jurídico nacional planteen: el Presidente de la República, el

Congreso Nacional (con resolución de la mayoría de sus miembros), la Corte

Suprema de Justicia (previa resolución del pleno de esta institución), mil

ciudadanos o cualquier persona previo informe del Defensor del Pueblo, con

miras a la procedencia de la acción.

En la inconstitucionalidad de actos administrativos se utiliza la misma mecánica

que en el caso inmediato anterior, excluyendo por razones obvias al Presidente

de la República.

Cuando se objeta por inconstitucional un proyecto de Ley o un tratado

internacional por parte del Presidente de la República, el Tribunal

Constitucional emite dictamen con carácter obligatorio.
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En los casos en que se niegue habeas data, habeas corpus o amparo

constitucional las partes pueden acudir al Tribunal Constitucional. Por último,

resuelve conflictos de competencia entre instituciones del Estado.

TITULO 111.- ESTRUCTURA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

3.1. DEFINICION

Podemos decir sin temor a equivocarnos, que el Tribunal Constitucional es un

órgano político-jurídico, con personería de derecho público, autonomía

administrativa y presupuestaria, que ejerce de manera exclusiva el control

supremo de la Carta Magna.

Es independiente de las tres funciones del Estado, con competencia para

resolver con carácter general y obligatorio dentro de las facultades que le

otorga el Art. 276 de la Carta Política en el Ecuador.

El Art. 1 de la Ley Orgánica de Control Constitucional dice:

11El control constitucional tiene por objeto asegurar la eficacia de las

normas constitucionales en especial de los derechos y garantías

establecidos a favor de las personas, los cuales son plenamente

aplicables e invocables ante cualquier juez, tribunal o autoridad

pública." 19.

De aquí se desprende la jerarquía de norma suprema que tiene la Constitución,

y también la capacidad que tienen todos los ciudadanos ecuatorianos de hacer

valer sus derechos consagrados en la Carta Magna, ante las autoridades que

han sido investidas con tan alta facultad.

19 CONGRESO NACIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR, Ley Orgánica de Control
Constitucional, Corporación de Estudios y Publicaciones, 1997.
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3.2. ORIGEN

Su origen data de la creación del modelo kelseniano de control constitucional,

es decir, el control jurisdiccional concentrado en Austria y aplicado a la mayoría

de las naciones europeas occidentales.

En Ecuador, en el siglo XIX era el Consejo de Estado el encargado de resolver

sobre temas constitucionales e incluso ejercía el control de legalidad, con lo

que no se siguió el modelo norteamericano de control. En las constituciones de

1906 y 1929, con la llegada del constitucionalismo social, no progresa la idea

de control constitucional.

Es en 1945, donde se instituye la figura del Tribunal de Garantías

Constitucionales, con la novedad de que tenía ciertas atribuciones

encaminadas al ejercicio del control constitucional y otras que no

correspondían precisamente a la materia en cuestión.

Este modelo proviene de la Constitución de la Segunda República Española de

1931, pero tiene sus limitaciones y falencias porque reemplaza al Consejo de

Estado en todas sus facultades, lo cual no es correcto al hablar de un control

constitucional.

La deficiencia más sobresaliente del Tribunal de Garantías Constitucionales, se

da debido a que sus resoluciones sobre inconstitucionalidad de una ley no

tenían carácter definitivo, sino que eran revisadas en última instancia por el

Congreso Nacional, constituyéndose así en juez y parte al puro estilo

roussoniano de del siglo XIX en Francia, donde prevalecía el poder legislativo

por su calidad de representante del pueblo y porque las leyes por ellos

establecidas componen la expresión de la voluntad soberana, postulado que

sufre sus modificaciones con el tiempo.

La Constitución de 1946, vuelve a omitir al Tribunal de Garantías

Constitucionales e implanta nuevamente la figura del Consejo de Estado con

importantes atribuciones. Finalmente es en 1967, donde aparece por última vez

el Tribunal de Garantías Constitucionales con facultades limitadas, para más
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tarde dar paso al Tribunal Constitucional que se crea en la Constitución de

1978, y es reforzado para darle la importancia requerida con las reformas de

1983, 1992 Y finalmente en 1996, modelo que conocemos hasta la actualidad

con leves modificaciones y mejoras.

3.3. NATURALEZA JURíDICA

La naturaleza del control constitucional, se deriva de la necesidad imperiosa de

proteger y hacer cumplir lo dispuesto en la Carta Magna. De aquí su

importancia y supremacía, es decir, la Constitución es Ley suprema de un

Estado, por ende precisa una super vigilancia, con lo que se genera un

funcionamiento armónico del ordenamiento jurídico.

Entonces podemos decir, que el control constitucional está encaminado a velar

por el fiel cumplimiento, auténtico desarrollo y adecuada evolución de la Ley

Suprema.

Es por ello que en nuestra Constitución, se fija de manera excluyente al órgano

encargado de la protección de los derechos consagrados en la misma, además

se le otorga atribuciones específicas y se determina su estructura. Pero es en

su Ley Orgánica, donde se estipula de manera precisa su estructura y

funcionamiento.

En nuestro país, con el pasar del tiempo no se consideró como métodos de

control adecuados aquellos que otorgan la atribución del control constitucional

al Congreso, por razones de concentración de poder.

Otra forma es el control judicial centralizado, donde se faculta de manera

exclusiva a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia para realizar la

vigilancia constitucional, lo que ha sido recogido en parte por nuestra

legislación donde un juez de primera instancia (control judicial descentralizado),

está revestido de ciertas atribuciones derivadas de la Carta Magna en lo que a

control constitucional respecta, pero siempre con la última palabra del Tribunal

Constitucional (control concentrado).
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3.4. ATRIBUCIONES

El Tribunal Constitucional dentro de su competencia, esta encargado de

cumplir las siguientes funciones:

• Inconsfifucionalidad de normas jurídicas: Leyes y otras normas que

fueren demandadas como inconstitucionales, para el respectivo análisis

del Tribunal. La inconstitucionalidad puede ser tanto de fondo o

contenido, como también de forma o en su procedimiento de creación y

aprobación. El control constitucional recae directamente sobre leyes

orgánicas, ordinarias, especiales, decretos-leyes, decretos, ordenanzas,

estatutos, reglamentos y resoluciones; es decir, todas las normas que se

subordinan a la Constitución de acuerdo a la pirámide jurídica de Kelsen

y que constituyen leyes de efectos generales en el ordenamiento jurídico

interno. Son los efectos de las resoluciones expedidas en este sentido

por el Tribunal Constitucional, los que serán analizados posteriormente

para el desarrollo de este trabajo de investigación. Cabe resaltar que los

decretos, resoluciones y acuerdos, generalmente son dictados por la

Función Ejecutiva en cumplimiento de su facultad administradora, tienen

un carácter individual y concreto, y no como las otras leyes donde su

espíritu es general y abstracto; es por ello que su control le corresponde

de manera directa al Tribunal Contencioso-Administrativo, por tratarse la

legalidad y no la constitucionalidad como ocurre con los actos

administrativos, los mismos que han sido fuente de intensa discusión a

lo largo de la formulación de las Cartas Políticas, porque hay muchos

que consideran que tal función debería ser directamente encomendada

a la resolución contencioso-administrativa; y no como se pretende y se

lo hace en la actualidad, a cargo de un órgano especializado como el

Tribunal Constitucional.20

20 Art . 276 numo1 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
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• Inconstitucionalidad de actos administrativos: Cuando haya lugar a la

declaratoria de inconstitucionalidad de un acto administrativo emitido en

uso de sus atribuciones por cualquier funcionario y autoridad estatal,

este queda revocado automáticamente. Como antes dijimos esta

atribución le pertenece por su naturaleza de control de legalidad, a la

esfera contencioso-administrativa.

• Objeción de inconstitucionalidad a proyectos de ley: es una atribución

del Ejecutivo, que la ejerce al momento en que el Congreso le envía un

proyecto de ley para su sanción. Si el Presidente de la República

considerare que el texto del proyecto-ley presenta vicios de

inconstitucionalidad (parcial o total), lo objeta y lo envía al Tribunal

Constitucional para que emita un dictamen final sobre tal objeción."

• Control previo de instrumentos internacionales: Se perfecciona este

control al momento en el que el Presidente de la República envía al

Tribunal Constitucional un proyecto de tratado internacional, para que

posterior al estudio del documento emita un dictamen en el que

resolverá de manera final sobre la constitucionalidad del convenio en

tratamiento. Si fuere el caso y la necesidad conlleva a una reforma

constitucional, se la realizará previo a la aprobación y ratificación de

dicho documento por el Congreso Nacional.22

• Conflicto de competencia entre determinados órganos del Estado: El

Tribunal Constitucional es el único encargado de dirimir los conflictos de

competencia o atribuciones encomendadas por la Constitución, que se

susciten entre las diversas instituciones que componen el aparato estatal

en toda su extensión.P

• Tutela de la garantía de los derechos humanos: Garantías consagradas

por la Constitución como las acciones de Habeas Data, Habeas Corpus

21 Arts. 276 numo 4, 277 inc. 7 y 154 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
22 Arts. 276 numo 5, 277 inciso 7, 161 Y162 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
23 Art. 276 numo 6 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
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y Amparo, son resueltas en primer término por los jueces de primera

instancia, y de manera definitiva por el ente de control constitucional;

para asegurar a los ciudadanos una estricta vigilancia de los derechos

humanos consagrados en la Carta Política.24

CAPITULO 11 ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD

TITULO IV.- ACCION DE INCONSTITUCIONALlDAD

4.1. DEFINICION

La inconstitucionalidad se la ejerce mediante la "vía de acción", debido a que el

acceso al control constitucional se lo puede hacer mediante las vías de acción

o excepción, la segunda para la inaplicación de una norma inconstitucional de

jueces en casos concretos puestos a su conocimiento (control difuso); mientras

que la primera se cristaliza cuando se busca como resultado la declaratoria de

inconstitucionalidad de una norma con carácter general y obligatorio (erga

omnes), es decir, que la misma desaparecerá del ordenamiento jurídico al

momento de la promulgación de la declaratoria de inconstitucionalidad en el

Registro Oficial.

La demanda, instrumento mediante el cual se ejerce la acción de

inconstitucionalidad, contendrá la identificación del demandante, de

conformidad con lo prescrito por el Art. 2 del Reglamento de trámite de

expedientes en el Tribunal Constitucional, de la siguiente manera:

.:. Cuando fuere persona natural, sus nombres completos, profesión u

ocupación y domicilio. De la misma manera si lo hará la persona jurídica

personificada en su representante legal y acompañada por el informe de

procedibilidad emitido por el Defensor del Pueblo.

•:. Cuando la demanda es impulsada por mil ciudadanos, la presentará su

procurador común, quien además de acreditar sus generales de ley,

24 Art. 276 num o3 y Art . 95 inc. 6 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
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agregará la nómina de los ciudadanos que apoyan la acción y en cada

una de las hojas enunciará el hecho de que los mencionados

ciudadanos demandan la inconstitucionalidad de la norma impugnada.

•:. En el caso del Presidente de la República, Presidente del Congreso y

Presidente de la Corte Suprema de Justicia, acreditarán su

representación mediante el nombramiento respectivo, y en para los dos

últimos funcionarios es necesaria la presentación del acta certificada de

la sesión en la que se tomó la resolución referida.

Consiguientemente, se determinará de manera clara y precisa la autoridad u

órgano estatal que expidió la norma impugnada, acompañada del lugar donde

se lo notificará con la demanda.

De la misma manera, se especificará la norma o cuerpo normativo objetado,

acompañado seguidamente de la petición concreta para que se declare

inconstitucional dicha norma, con la consecuencia incuestionable de dejarla sin

efecto en el ordenamiento jurídico.

Si fuere el caso, se incluirá los elementos probatorios y justificativos que se

consideren necesarios, igualmente los textos de las normas impugnadas serán

optativos.

Se señalará casillero judicial para futuras notificaciones, y por último, la firma

del demandante conjuntamente con su abogado patrocinador. Cabe resaltar

que la demanda será presentada en original acompañada de cuatro copias.

4.2. UBICACiÓN EN LA LEGISLACiÓN DE LA ACCION DE

INCONSTITUCIONALlDA y SUJETOS LEGITIMADOS

La Constitución Política del Ecuador, consagra en su artículo 276 la

competencia del Tribunal Constitucional en dicho ámbito. Dentro de sus

principales atribuciones se encuentra la de conocer y resolver, con carácter

general y obligatorio, sobre las demandas de inconstitucionatidad'f que se

25 La demanda puede impugnar el fondo o la forma de la Ley en tratamiento.
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exterioricen con la finalidad de impugnar leyes orgánicas y ordinarias, decretos­

leyes, decretos, ordenanzas, estatutos y resoluciones emitidas por las

instituciones del Estado en uso pleno de sus facultades.

Las resoluciones originadas por el ente de control constitucional podrán

suspender total o parcialmente, según sea el caso, la norma o normas

impugnadas.

En cuanto a leyes orgánicas, ordinarias y decretos-ley no existe mayor

discusión, pero es en los decretos, resoluciones y acuerdos donde se plantea

una situación que vale la pena analizar brevemente.

Estas normas provienen de los órganos que conforman el aparato estatal, y

esencialmente de las instituciones que conforman el poder Ejecutivo, con fines

generalmente administrativos. La controversia se suscita debido a que las

mencionadas normas no tiene un carácter general y obligatorio, sino mas bien

regulan como ya dijimos casos concretos e individuales, asemejándose así a

los actos administrativos en su forma pura y simple.

Por ello después de hacer esta consideración hay que decir que el control en

este caso es de legalidad (violación de ley), e indirectamente contraviene a la

Constitución; es por ello que el Tribunal Contencioso-Administrativo debería ser

el facultado y competente para conocer cuando se susciten este tipo de

irregularidades.

Por otro lado, conoce y resuelve sobre las demandas de inconstitucionalidad

que versen acerca de actos administrativos emanados por autoridad pública, lo

que genera un ambiente de discusión y complicación para el órgano de control

constitucional por los argumentos señalados en el párrafo anterior.

Otras atribuciones del Tribunal Constitucional, que en atención al tema y

ámbito de esta investigación nos limitaremos exclusivamente a enumerar, son:

Conocer sobre las resoluciones que denieguen los recursos de habeas data,
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habeas corpus y amparo'", dictaminar sobre objeciones de inconstitucionalidad

que en la formación de leyes puede realizar el Presidente de la República,

dictaminar sobre la constitucionalidad de tratados o convenios internacionales,

previo a su aprobación por el Legislativo; dirimir conflictos de competencia o

atribuciones de las instituciones del Estado enmarcadas en la Carta Magna27
.

En su arto 18, la Ley Orgánica de Control Constitucional, además de enumerar

los sujetos legitimados para ejercer la acción, dice en su primer apartado:

"La inconstitucionalidad total o parcial de una ley, decreto - ley,

decreto, reglamento u ordenanza, ya sea por razones de fondo o de

forma, podrá ser demandada por..." 28,

De esta cita, se desprende cuales son las normas susceptibles de ser

impugnadas de acuerdo a la Ley que regula la organización y funcionamiento

del ente de control constitucional.

Cabe resaltar que no existe total coincidencia con aquellas normas

enumeradas en el inciso primero del artículo 276 de la Constitución Política, ya

que en ese articulado se incluyen expresamente (además de las ya

mencionadas), los estatutos y las resoluciones; razón por la cual se crea un

vacío en la ley orgánica al no encontrarse en armonía con la Ley Suprema del

Estado.

El artículo 23 de la misma Ley, determina los sujetos activos de la acción de

inconstitucionalidad de un acto administrativo.

Finalmente, es el Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal

Constitucional, el que determina el procedimiento, tramitación y resolución de

26 También conocen las apelaciones que recaigan sobre los recursos de amparo presentados ante los
jueces de primera instancia.
27 Art. 276 nums. 3, 4, 5 Y6 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
28 Art. 18 de la Ley orgánica de control constitucional.
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las acciones de inconstitucionalidad y otras impugnaciones puestas en

conocimiento del TC.29

"El recurso de inconstitucionalidad3D sólo puede ser articulado por aquellos a

quienes les ha sido reconocido legitimación especial al respecto."", En el

Ecuador se pone en práctica este precepto al no existir una legitimación activa

popular, sino que se restringe en la misma Carta Magna y se especifica los

sujetos que se encuentran en la posibilidad de'ejercer esa acción.

En el arto 277 de la Constitución Política de la República, están enumerados de

manera exclusiva los sujetos que están en la capacidad de presentar

demandas ante el Tribunal Constitucional sea por razones de fondo o de forma

a leyes y otras normas jurídicas y también acciones sobre actos administrativos

que contravengan la Carta Magna.

El arto 18 de la Ley orgánica de Control Constitucional, enumera de manera

taxativa los sujetos activamente legitimados para exteriorizar demandas de

inconstitucionalidad de leyes, decretos-ley, decreto, reglamento u ordenanza".

En primer lugar, el Presidente de la República, quien además de estar

facultado para demandar la inconstitucionalidad de normas que se encuentran

formando parte del ordenamiento jurídico en ese momento, lo puede hacer

también previamente; es decir, en la creación de una nueva Ley al ejercer la

29 El trámite de las demandas de inconstitucionalidad de leyes y demás normas se encuentra en el arto1 y
siguientes , y la inconstitucionalidad de actos administrativos se encuentra en el arto 13 en adelante del
Reglamento de trámite de exped ientes en el Tribunal Cons titucional.
30 En mi opinión mal llamado "recurso". debido a que por su naturaleza es una "acción".
31 TORRICELLI, Maxirniliano, , 1sistema de control con ti(\Idanal argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires, 2002, pág. 236,
32 Se omite en este artículo, como ya dijimos antes a los estatutos y resoluciones.



32

atribución de objetarla por posible lnconstítucionalidad'" a ser dictaminada en

última instancia por el Tribunal Constitucional. 34

A continuación , el poder Legislativo representado por el Congreso Nacional. En

este caso los legisladores, grupo de diputados o bloque legislativo que tenga la

iniciativa de presentar una acción de inconstitucionalidad, precisa obtener el

voto de la mayoría de los miembros del Congreso, para así proceder a la

presentación de la demanda, la misma que será presentada por su Presidente

o quien le subroque.:" en el Tribunal Constitucional. 36

La Corte Suprema de Justicia, está facultada para demandar la

inconstitucionalidad de leyes de efectos general o actos administrativos que a

su juicio contravengan la Carta Magna, siempre y cuando así lo resuelva el

Tribunal en pleno, es decir, se considerará el asunto en el orden del día y de

existir consenso y mayoría se procederá a demandar la inconstitucionalidad de

la norma en trata." Su presentación esta a cargo del presidente de la Corte, de

conformidad con el párrafo segundo del Art . 1 del Reglamento de trámite de

expedientes en el Tribunal Constitucional.

Por su lado, a los consejos provinciales y municipales, se les otorga la facultad

de demandar exclusivamente actos administrativos que consideren

inconstitucionales, es decir, no leyes de carácter general, esencialmente

porque su naturaleza representativa no es nacional, sino que se limita a la

esfera provincial, cantonal o regional del país."

33 En la Constitución Politica de la República, capítulo IV De la Comisión de Legislación y Codificación
de la Función Legislativa; encontramos que el Art . 154, faculta de manera exclusiva al Presidente de la
Nación para objetar leyes en formación, estro ocurre debido a que entre sus atribuciones enumeradas en el
arto 171 de la Carta Fundamental no se incluye la facultad mencionada.
34 El Art . 276 numo4, de la Constitución de! Ecuador, otorga de manera directa al TC la atribución de
dictaminar (en última instancia) sobre las objeciones de inconstitucionalidad que haga el Presidente de la
República en e! proceso de formación de una nueva ley; es decir, e! titular del ejecutivo esta facultado
exclusiva y exclu yentemente para rea lizar dicha objeción.
3~ TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Reglamento de trámite de expedie ntes en el Trib unal
Constitucional, Corporación de estudios y publicaciones, 2002 , Art . l.
36Esta atribución del Congreso Nacional la encontramos en el Art . 277 numo 2 de la Constitución
Política, y además en el Art . 18 lit. b) YArt. 23 lit. a) de la Ley Orgánica de Control Constitucional
37 Art . 277 numo 3 de la Constitución Politica de la República del Ecuador; Arts. 18 y 23 lits. e) y b),
respectivamente, de la Ley Orgánica de Control Constitucional.
38 Art . 277 numo 4 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Art . 23 lit. e) de la Ley
Orgánica de Control Constitucional.
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Existen además dos formas de participación activa ciudadana. La primera, mil

ciudadanos en goce de sus derechos políticos, es decir, en la práctica una

persona o un grupo de personas, llámense movimiento u otro tipo de

agrupación, tienen la voluntad de acudir al Tribunal Constitucional con una

demanda. Para ello es necesario obtener firmas de mil ciudadanos acreditados

con sus copias de cédula, documentos que se adjuntarán a la demanda al

momento de ser presentada por un procurador comúrr" designado para el

efecto.40

La segunda, consiste en la posibilidad de que un ciudadano común prepare

una demanda de inconstitucionalidad y la presente de manera previa ante el

Defensor del Pueblo, quien emitirá un informe, en un plazo no mayor a quince

días laborables, sobre la procedibilidad de la acción. Posteriormente, de ser el

caso favorable será conocida y resuelta por el ente de control constitucional.41

4.3. BREVE ANÁLISIS

INCONSTITUCIONALlDAD

ECUADOR

DE LA RESOLUCION DE

DE LA DETENCiÓN EN FIRME EN EL

Se ejerce la legitimación activa a nombre de mil cuatrocientos personas (con

sus copias de cédula y firma) de conformidad con los artículos 276 numeral 1 y

277 'numeral 5 de la Constitución Política, con la demanda que pretende que se

declare la inconstitucionalidad de fondo de las normas contenidas en la Ley

Reformatoria al Código de Procedimiento Penal, que se refiere entre otras

cosas a la introducción una nueva medida cautelar de carácter personal,

denominada "detención en firme".

39 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal
Constitucional. Corporación de estudios y publicaciones, 2002, Art. 1,
40 Art. 277 numo 5 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Arts. 18 y 23 lits. d) de la Ley
Orgánica de Control Constitucional.
41 Art. 277 numo 5 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Arts. 18 y 23 lits. e) de la Ley
Orgánica de Control Constitucional.
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Fundamenta el informe de contestación a la demanda, el Presidente del

Conqresc." alegando que existe cosa juzgada sobre la inconstitucionalidad de

las normas citadas, es decir, anteriormente se desecho mediante resolución del

Tribunal Constitucional una demanda en el mismo sentido, a lo que el ente de

control constitucional, sabiamente a nuestro parecer, responde:

" Las resoluciones del Tribunal Constitucional en esta materia

deciden sobre la inconstitucionalidad del precepto impugnado o

desechan la demanda, pero en ningún caso declaran la

constitucionalidad de la norma impugnada ... ,43

De esta cita se desprende, que al no ser declaradas inconstitucionales las

normas impugnadas; y si se cumple con los requisitos para presentar la

demanda, se podrá accionar sobre la inconstitucionalidad de los mismos las

veces que sean necesarias.

Entonces el Tribunal podrá oponerse a decisiones anteriores de su propio

seno, en pos de la defensa de los derechos y garantías constitucionales que se

revisten y toman fuerza en un mandato superior que proviene de la soberanía

del pueblo plasmada en la Carta Magna.

En resumen, la pretensión y espíritu de la Ley objetada, es la de extender la

prisión preventiva con la llamada detención en firme, para que así los reos

acusados de un delito que no se ha sentenciado, sean privados de la libertad

por dos motivos esenciales: contar con la presencia del acusado en la etapa de

juicio y evitar la suspensión del proceso.

A esto el Tribunal Constitucional, en los considerandos de su resolución, hace

un extenso y enriquecedor análisis de la norma constitucional transgredida, y

además hace referencia a los Tratados y Convenios Internacionales suscritos

42 El Congreso Nacional actúa como el órgano que expidió la normativa impugnada, Ley No . 101-2003,
artículo 10,11,12,14,15,16, 17,28y 34, del R.O. No. 743. Ley reformatoria al Código Procesal Penal.
43 Suplemento R.O. No. 382; Resolución No. 0002-2005-TC, del Tribunal Constitucional sobre la
detención en firme, pág 4.
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por el Ecuador, para determinar de este modo, la privación de libertad

innecesaria en que incurre la figura de la detención en firme.

El artículo 24 numeral 8 de la Constitución Política del Ecuador dice:

"La pnston preventiva no podrá exceder de seis meses, en las

causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año, en delitos

sancionados con reclusión. Si se excedieren esos plazos, la orden

de prisión preventiva quedará sin efecto, bajo la responsabilidad del

juez que conoce la causa".

Es clara la norma, al introducir la figura de la pnsion preventiva, y no lo es

menos al determinar la caducidad de la misma. Para ello se fundamenta, no

solo en los derechos fundamentales del ciudadano contenidos en la Carta

Magna, sino también en la obligatoriedad de cumplir y hacer cumplir los

tratados y convenios internacionales vigentes, esencialmente en materia de

derechos humanos, donde la libertad es base fundamental. 44

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su informe relativo al

derecho a la libertad personal dice:

"La prisión preventiva solo es permisible cuando esté justificada por

una necesidad urgente para ello, por ejemplo, para asegurar que el

acusado no evada la justicia o interfiera en la investigación judicial.

Cuando una persona es detenida sobre la base de esa urgente

necesidad, corresponde a las autoridades judiciales nacionales

proceder con especial diligencia para asegurar que la duración de la

detención no se tome irrazonable,t45

44 El Art. 17 de la Constitución Política de la República del Ecuador, consagra y asegura el ejercicio libre
y eficaz, de los derechos humanos contenidos en la Carta Fundamental y en los Instrumentos
Internacionales vigentes .
4~ 4~ Suplemento R.O. No. 382; Resolución No. 0002-200S-TC, del Tribunal Constitucional sobre la
detención en firme, p ág 7.



36

De este precepto, sobresalen dos aspectos importantes. El primero, en relación

a la imperiosa necesidad de retener al sospechoso o acusado para que no

evada la justicia, y dentro de la parte investigativa aporte con su versión y las

diligencias procesales del caso. De aquí no existe ningún problema con nuestro

sistema.

El segundo aspecto, considera que las autoridades judiciales nacionales, en

nuestro caso jueces y magistrados, deben actuar con la diligencia que el caso

merece, para que la detención no se torne irrazonable; situación que opera con

frecuencia en el sistema penal ecuatoriano por la demora, muchas veces

injustificada, e ineficacia de juzgados y tribunales.

Como conclusión, pensamos que nuestros honorables congresistas deben

dedicar sus esfuerzos a la ardua tarea de legislar con la mira puesta en el

saneamiento de la función judicial, esto con el fin de que las causas se

sentencien en tiempos razonables, y no sean los infractores los que paguen

injustamente la ineficiencia de una administración de justicia que camina a

paso de tortuga.

El Tribunal Constitucional en su resolución, hace una aseveración en relación a

la legislación sobre el tema de la detención en firme:

u El legislador en referencia al sistema de justicia penal ecuatoriano,

para evitar la evasión del infractor por haber operado la caducidad

de la prisión preventiva, no encuentra como solución resolver las

causas penales de manera ágil, sino crear una nueve figura jurídica

que es la detención en firme, que aunque tenga los mismos fines de

la prisión preventiva , logra el efecto de evitar la caducidad de la

medida, provocando un fraude al espíritu constitucional contenido en

el numeral B del Art. 24 de la Carta Magna... ,46

46 Suplemento R.O. No. 382; Resolución No. 0002-2005-TC, del Tribunal Constitucional sobre la
detención en firme, pág 8.



37

Por último, y tomando como base todo lo dicho anteriormente, se declara

la inconstitucionalidad del Capítulo I de la Ley No. 101-2003, artículos 10,

11,12,14,15,16,17,28,34; reformatoria al Código Procesal Penal.

Debido a que el Tribunal Constitucional ejerce sus facultades en calidad

de legislador negativo, en la resolución se indica la imposibilidad de

declarar vigente la normativa anterior a las reformas impugnadas, razón

por la cual desechan la demanda de inconstitucionalidad de los artículos

11,12 Y 15 de la Ley impugnada; normas que deben ser creadas por el

legislador en atención a su naturaleza. Finalmente, exhortan al Congreso

Nacional a cubrir el vacío.

TITULO IV.- ESTRUCTURA y EFECTOS DE LA RESOLUCION

DE INCONSTITUCIONALlDAD DE NORMAS CON CARACTER

GENERAL y OBLIGATORIO

5.1. ESTRUCTURA DE LA RESOLUCiÓN

5.1.1. ELEMENTOS DE FONDO

La resolución del Tribunal Constitucional, en la que se declara sobre la

constitucionalidad de una norma impugnada, tiene una estructura semejante a

la sentencia emitida por las dependencias de la Función Judicial, con la

singularidad de que la resolución proviene de un organismo de control,

mientras que la sentencia se origina al administrar justicia en nombre de la

República, función exclusiva de la Función Judicial, de la que el Tribunal

Constitucional no forma parte.

De conformidad con el Art. 59 del Reglamento de trámite de expedientes en el

Tribunal Constitucional, la resolución inicia con los antecedentes; en donde los

vocales deben expresar de manera sucinta la pretensión contenida en la

demanda, es decir, una clara y breve síntesis de los fundamentos que llevaron

al demandante a solicitar la inconstitucionalidad de la norma refutada. Se
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incluirá también la sinopsis de la contestación o informe que al respecto

formule la institución u órgano que expidió la norma en tratamiento.

Inmediatamente, los considerandos que contienen la fundamentación o parte

motiva del fallo, es decir, los vocales establecerán las bases en las que

sostienen su decisión. Incluirán la normativa constitucional aplicable, doctrina y

su aporte técnico en vista de sus amplios conocimientos sobre la materia.

En último lugar, la parte resolutiva propiamente dicha, donde se expondrá

finalmente la decisión de la Sala o del Pleno, según el caso; ya sea con la

declaratoria de inconstitucionalidad, es decir, aprobando la demanda y dejando

sin efecto a la norma impugnada; o por otro lado, desechando la demanda y,

por ende, ratificándola dentro del ordenamiento jurídico.

Un sumario de lo analizado en líneas anteriores, se lo hace en la Ley Orgánica

de Control Constitucional:

"Art. 13.- Las resoluciones del Tribunal Constitucional, contendrán

las siguientes partes: relación circunstanciada de los hechos, los

fundamentos de derecho y la parte resolutiva propiamente dicha" 47

5.1.2. ELEMENTOS DE FORMA

En el Ecuador, la resolución de las acciones de inconstitucionalidad de leyes y

otras normas de carácter general y obligatorio, están encomendadas como ya

lo hemos comentado, al tratamiento del Tribunal Constitucional.

La demanda debe ser ingresada por medio de la oficina de documentación y

archivo de la Secretaría Genera!" e inmediatamente ordenada y foliada. Se la

pondrá en consideración de la Comisión de recepción y calificación del

47 Art. 18 de la Ley orgánica de control constitucional.
48 Art . 3 inc. 1 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional .
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Tribunal, para que determine su validez en un plazo de 3 días ulteriores a aquel

en que conoció la demanda.49

En el caso de que la Comisión de recepción y calificación no admita a trámite la

demanda, sea por que no reúne los requisitos de torma" o porque no es

procedente en cuanto a su pretensión jurídica, el accionante tiene la facultad de

recurrir al Pleno del Tribunal Constitucional en el término de 3 días, para que

decida de manera final y obligatoria sobre la admisión de la demanda.

Cabe anotar que los demandantes se encuentran en la posibilidad de presentar

otra demanda, posterior a la inadmisión a la que hacemos referencia, con la

misma pretensión, pero esta vez cumpliendo con los requisitos legales.

De ser admitida a trámite la demanda de inconstitucionalidad, será sorteada en

la siguiente sesión del Pleno, y por ende asignada a una de las salas, la misma

que actuará en calidad de comisión de sustanciación en dicho proceso.

Es aquí donde inicia la elaboración de lo que finalmente será la resolución,

cuyo contenido determinará en última instancia la constitucionalidad de la

norma contradicha. Las salas, actuando como comisiones de sustanciación,

correrán traslado con el libelo de la demanda a la institución o autoridad que

expidió la norma impugnada para que presente su contestación el término legal

previsto.

El vocal sustanciador designado procederá a elaborar un informe, que

constituye un esbozo de la resolución final, el mismo que será presentado a los

otros dos vocales de la Sala para su discusión.

Existen dos posibilidades en la aprobación del informe exteriorizado por el

vocal sustanciador: la primera. unanimidad en aprobar el informe del vocal

sustanciador, con lo que después de un trámite interno será conocido y

49 Art. 4 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional.
50 Estos requisitos se encuentran contenidos en el Art. 2 del Reglamento de trámite de expedientes en el
Tribunal Constitucional .
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resuelto por el Pleno del Tribunal; la segunda, cuando uno de los vocales

estuviere en desacuerdo con el informe antedicho. En este caso, el vocal

disidente presentará un informe argumentando su diferencia y será

considerado como voto salvado de minoría.

El informe de la sala, acogerá idéntico contenido que el de las resoluciones en

las que se dictamine sobre la inconstitucionalidad de determinada norma, es

decir, son un bosquejo o borrador de lo que finalmente se convertirá en la

resolución del proceso.51

Una característica especial en la tramitación de las causas constitucionales, se

da cuando la Sala que actúa en calidad de comisión sustanciadora, no emite el

informe respectivo en el término legal previsto, entonces el Presidente del

Tribunal ordenará la inclusión del caso en el orden del día de la sesión del

Pleno, para emitir la resolución respectíva.f

En último lugar, la resolución para ser aprobada por el Pleno, requiere el voto

conforme de cinco de los nueve vocales que conforman el Tribunal

Constitucional.53

En conclusión, las resoluciones sobre constitucionalidad emitidas por el Pleno

del Tribunal, son preparadas de manera previa por una de sus Salas (actuando

en calidad de Comisión de Sustanciación), la que a su vez es elaborada por

medio de un informe de su vocal sustanciador con todos los argumentos

constitucionales y legales necesarios para declarar una norma inconstitucional,

si este fuere el caso.

Es así, como se asegura que la decisión final del ente de control constitucional,

contenida en la resolución del Pleno, se atenga y cumpla con los preceptos

consagrados en la Carta Magna.

51 Art. 10 inc. 3 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal ConstitucionaL
52 Art. 10 inc. 7 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional.
53 Art. 11 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional.
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5.2. EFECTOS DE LA DECLARATORIA DE INCONSTITUCIONALlDAD

Los efectos de estas resoluciones varían de acuerdo a la pretensión del

demandante. Generalmente, se intenta dejar sin efecto la norma impugnada, es

decir, desaparecerla del ordenamiento jurídico interno.

Existen casos en los que no basta con la simple declaratoria y consiguiente

desaparecimiento de la norma, sino que también se pretenderá un

resarcimiento, si lo hubiere, de daños y perjuicios.

Esta acción accesoria de daños y perjuicios, esta prohibida de ser acumulada

al proceso de inconstitucionalidad, pero puede ser demandada, en base a la

declaratoria de inconstitucionalidad, ante un juez civil de primera instancia, con

la salvedad de que la prescripción para dicha acción corre desde el momento

en que se emite la resolución del Tribunal Constitucional, por su carácter de

accesoria; con lo que se precautela el derecho de repetición o de daños y

perjuicios.

5.2.1. EFECTOS INMEDIATOS

Al decidir el Tribunal Constitucional, mediante el contenido de su resolución la

declaratoria de inconstitucionalidad de una ley de efectos generales, se

producen consecuencias en el ordenamiento jurídico ecuatoriano.

No existe mayor problema cuando se declara una norma inaplicable en un caso

concreto, debido a que se produce un efecto meramente declarativo de la

inconstitucionalidad de una norma, pero no se la expulsa del sistema como tal.

Es por medio de la resolución constitutiva de inconstitucionalidad elaborada por

el pleno del Tribunal Constitucional, que se producen verdaderos efectos

generales y obligatorios.
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Consecuencia inmediata de la resolución de inconstitucionalidad es la

expulsión del ordenamiento jurídico de los preceptos declarados inexequibles.

Se suscitaba un problema, al no precisar el procedimiento para el consiguiente

desaparecimiento la norma, es decir, si la resolución declaraba nula de pleno

derecho la norma impugnada o se requería que el órgano que la expidió, en

este caso el Congreso Nacional, proceda a su derogación. A esta interrogante

responde de manera parcial el siguiente precepto constitucional vigente:

"Art. 278.- La declaratoria de inconstitucionalidad causará ejecutoria

y será promulgada en el Registro Oficial. Entrará en vigencia desde

la fecha de su promulgación y dejará sin efecto la disposición o el

acto declarado inconstitucional. La declaratoria no tendrá efecto

retroactivo, ni respecto de ella habrá recurso alguno... ,,54

Analicemos en primera instancia este párrafo del citado articulado. Es clara la

norma al decir que la declaratoria, contenida en la resolución del Tribunal

Constitucional, causa "ejecutoria" o cosa juzgada; de lo que se desprende que

frente a ella no cabe recurso alguno ni revisión de ningún tipo, principalmente,

porque proviene del órgano supremo en lo que a decisiones constitucionales

concierne, con lo que se afirma y fortalece la independencia de la autoridad de

control constitucional.

Segundo, la promulgación en el Registro Oficial de la declaratoria de

inconstitucionalidad tiene un lazo íntimo con la vigencia de esa

inconstitucionalidad, es decir, "inmediatamente" después de publicada en el

periódico oficial, deja sin efecto la disposición o acto declarado como tal, lo que

conlleva la expulsión del ordenamiento jurídico interno.

Ahora, en relación a la irretroactividad se plantean dos situaciones. La primera,

la declaratoria de inconstitucionalidad de la norma con efectos ex tune, es

decir, la norma será anulada desde el momento en que fue expedida, como

que nunca hubiese existido. Esta situación a su vez crea dos ambientes; en

~ 4 Art . 278 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
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primer lugar, la incertidumbre e inseguridad jurídica, ya que al amparo de esa

norma inconstitucional han nacido derechos y obligaciones en otros casos

previos; y por otro lado, lo que en teoría al menos vendría a ser lo más

acertado, debido a que la norma siempre fue contraria a la Carta Magna, desde

su nacimiento hasta que se la declaró como inconstitucional, por lo que nunca

debió haber existido como tal en el ordenamiento jurídico .

El segundo estadio, se configura al obedecer la declaratoria de

inconstitucionalidad al principio ex nunc. Este principio, al contrario del anterior,

expulsa la norma declarada inconstitucional al momento en que se la declara

como tal. Evidentemente, es un procedimiento que vela máxime por la

seguridad jurídica, ya que no destruye las relaciones jurídicas ventiladas al

amparo de la norma derogada, sino que simplemente se limita a eliminarla del

sistema para situaciones futuras. Es decir, existe un tinte menor de justicia,

pero mayor de seguridad jurídica; con la declaratoria ex nunc.

El caso ecuatoriano aplica la declaratoria ex nunc, lo que se expresa en la

parte final del primer párrafo del artículo 278 de la Constitución. Además se

recalca la imposibilidad de plantear recursos contra la resolución del Tribunal

Constitucional.

El artículo 14 de la Ley Orgánica de Control Constitucional, enuncia el

impedimento de proponer recursos sobre la resolución del TC. Por otra parte, el

artículo 22 de la misma ley, especifica las normas susceptibles de ser

declaradas inconstitucionales de la siguiente manera:

IIArt 22.- Las disposiciones de ley, decreto - ley, decreto, ordenanza

o reglamento materia de la demanda, que el Tribunal las declare

inconstitucionales, cesarán en su vigencia y desde que tal resolución

se publique en el Registro Oficial, no podrán ser invocadas ni

aplicadas por juez o autoridad alguna.
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Dicha resolución, no afectará las relaciones jurídicas surgidas al

amparo de tales normas y antes de la declaratoria de

inconstitucionalidad. " 55

Importante acotación de esta disposición, al expresar que posterior a la

publicación de la declaratoria de inconstitucionalidad de las normas de carácter

general dispuestas en el mismo, se imposibilita de manera general y obligatoria

el invocarlas, y por otro lado, se restringe absolutamente su aplicación por

parte jueces y autoridades en los casos puestos a su conocimiento. Por último,

una vez más determina los efectos ex nunc de la declaratoria.

A todo esto, veamos la opinión doctrinaria de Luis Fernando Torres al respecto

de los efectos en el tiempo, de la declaratoria de inconstitucionalidad:

"En cuanto al alcance temporal de la declaratoria de

inconstitucionalidad, cuando el efecto opera erga omnes, se lo limita

a partir de la declaración (para el futuro, o sea, ex nunc), porque

retrotraerlo al pasado, que teóricamente sería lo más perfecto en

razón de que invalidaría la norma o el acto desde su fecha originaria

de vigencia, puede afectar situaciones establecidas y resueltas e

inestabilizar las relaciones jurídicas. ,.56

Por último, hay una disposición en la Ley orgánica de control constitucional, en

relación al incumplimiento de lo resuelto por el Pleno del Tribunal, y dice como

sigue:

"Art. 61.- Para la aplicación de las medidas cautelares y el

cumplimiento de las resoluciones de los jueces y tribunales se podrá

hacer uso de la fuerza pública, que no podrá negarse a colaborar

bajo responsabilidad administrativa. ,.57

~~ Art. 22 de la Ley orgánica de control constitucional
~6 TORRES, Luis Fernando, El control de la constitucionalidad en el Ecuador. EDIPUCE, Quito­
Ecuador, 1987, Págs. 100 y 101.
57 Art. 61 de la Ley orgánica de control constitucional.
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Es decir, que las resoluciones y medidas cautelares, que en ejercicio de sus

facultades constitucionales tome el Tribunal Constitucional, deben ser acatadas

y cumplidas de inmediato por aquellos a quienes este dirigido expresamente;

de lo contrario, se contará con el auxilio de la fuerza pública para aplicar las

disposiciones mencionadas.

El artículo 65 de la Ley orgánica de control constitucional, determina

lineamientos sobre la expedición de la resolución y su consiguiente publicación

en el Registro Oficial:

IIArl. 65.- Las resoluciones del Tribunal Constitucional sobre

materias contempladas en el artículo 278 de la Constitución de la

República serán enviados al Registro Oficial para su publicación en

el término de dos días de expedidos y entrarán en vigencia desde su

publicación, sin perjuicio de la aplicación de las medidas cautelares

que el Tribunal haya podido adoptar.,,58

Hacemos esta cita con la finalidad de evidenciar dos situaciones. En primer

lugar, la obligación del Pleno de enviar su resolución en un término máximo de

dos días contados desde la fecha de su expedición. En segundo lugar, el deber

y responsabilidad del Registro Oficial de publicar en un término determinado la

resolución que conlleva la automática vigencia de la misma, plasmada

expresamente en el siguiente artículo de la misma Ley:

IIArl. 66.- El Director del Registro Oficial deberá publicar las

resoluciones del Tribunal dentro del término de tres días de haberlos

recibido.

El incumplimiento de esta obligación será sancionada con la

destitución inmediata del mencionado funcionario . ,,59

Interesante y rígida es la sanción impuesta al titular del Registro Oficial;

condena que consideramos acertada al tratarse de un deber

58 Art. 65 de la Ley orgánica de control constitucional.
59 Art. 65 de la Ley orgánica de control constitucional.
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constitucional, debido a que su misión se encuentra directamente

relacionada con la vigencia de la ley expulsada, y como tal declarada

como inconstitucional.

5.2.2. EFECTOS MEDIATOS

Después de estudiar a la luz de la Ley y la doctrina, los efectos que producen

las resoluciones que declaran la inconstitucionalidad de normas de carácter

general y obligatorio, nos vemos en la obligación de analizar los efectos

causados posterior a la exclusión, con la publicación y por ende entrada en

vigencia de la declaratoria de inconstitucionalidad.

Primariamente, es en el segundo párrafo del artículo 278 de la Constitución

Política de la República del Ecuador, donde se evidencia los efectos cercanos

de las resoluciones expedidas por el ente de control constitucional:

"... Si transcurridos treinta días desde la publicación de la resolución

del Tribunal en el Registro Oficial, el funcionario o funcionarios

responsables no la cumplieren, el Tribunal, de oficio o a petición de

parte, los sancionará de conformidad con la ley. .so

Los treinta días a los que hace referencia este artículo, corren desde la fecha

en que se publica la resolución en el periódico oficial; no se especifica si los

treinta días se contarán como término o como plazo, pero en atención a la

importancia de la situación, consideramos que los treinta días se los

contabilizará como término.

Ahora bien, el espíritu del artículo citado, manifiesta la responsabilidad de

cumplir con el contenido de la resolución expedida por el Pleno del Tribunal

Constitucional, que recae sobre todas las autoridades, jueces y funcionarios;

directamente relacionados con los efectos que esa resolución debe causar en

el ordenamiento jurídico interno.

60 2do. Párrafo del artículo 278 de la Constitución Política de la Repúblíca del Ecuador.
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En el caso de no cumplir con lo dispuesto en la mentada resolución, los

funcionarios deben atenerse a lo prescrito en el artículo 60 del Reglamento de
-- - - - - -

trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional, que prescribe lo siguiente:

"Art. 60.- En caso de incumplimiento de las resoluciones del

Tribunal Constitucional, el Pleno del Tribunal comunicará el hecho al

Ministro Fiscal General para la aplicación de lo previsto en los

artículos 251, 277 Y los demás aplicables al caso, constantes en el

Código Penal.

Lo previsto en el inciso precedente será aplicable a los funcionarios

que dicten normas o emitan actos que afecten, directa o

indirectamente, o dejen sin efecto las resoluciones del Tribunal

Constitucional. ,,61

Vamos a dividir el análisis de este artículo en dos partes. En la primera parte,

los vocales del Tribunal Constitucional que en aquel entonces aprobaron

mediante resolución el reglamento al que hacemos mención, consideraron

normativa penal tendiente a sancionar a aquellos funcionarios públicos que

"concierten alguna medida para impedir, suspender o embarazar la ejecución

de una ley, reglamento u orden superior... ,162, es decir, en el caso de las

resoluciones emitidas por el Tribunal Constitucional, aplica al caso para

cualquier empleado público, autoridad, funcionario o juez que mediante el

exceso en sus atribuciones, intente dejar sin efecto dicho dictamen

constitucional. La pena por la comisión del ilícito mencionado se encuentra

comprendida entre seis meses y cinco años de prisión. En el mismo artículo, la

sanción para aquellos que siendo autoridades civiles en concierto con cuerpos

militares, se fija entre tres y cinco años de prisión; yen el evento de que de esa

concertación formen parte los jefes militares la pena se agrava entre tres y seis

años de reclusión menor.

Por su parte, el segundo párrafo del citado artículo, detalla los ilícitos que los

funcionarios pueden cometer en contra de la resolución del Tribunal. Pueden

61 Art . 60 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional.
62 Primer párrafo del Art . 251 del Código Penal.
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hacerlo mediante la expedición de normas que sobrepasen sus facultades

naturales, o también, con la comisión de actos tendientes a obstaculizar el

cumplimiento de la resolución emitida por el ente de control constitucional.

El artícul~LCQºig().~.~n.éil, forma parte de la normativa punitiva contenida

en la disposición constitucional que sanciona a los funcionarios públicos por

retardar o comprometer el cumplimiento del contenido de las resoluciones del

Tribunal.

La pena por el delito de ..Q@Yadcato, va de uno a cinco años de prisión.

Prevaricador, es aquel funcionario público que por afecto o desafecto y sin

apegarse a las disposiciones legales pertinentes, toma como decisión medidas

que obstaculicen de manera directa o indirecta la ejecución de resoluciones

constitucionales en este caso; u otras normas legales vigentes y aplicables al

asunto en cuestión.

Algo que no nos queda claro, en razón de que se trata de una situación

relativa, que no ha sido expresamente especificada por parte de los vocales

creadores del Reglamento al que pertenece el artículo constitucional materia de

este análisis; es la denominación de directos e indirectos que se hace sobre las

normas y los actos que afectan o intentan dejar sin efecto la resolución del

Tribunal Constitucional. Esta consideración la hacemos tomando en cuenta la

dificultad que se crea en la práctica al pretender cuantificar ese tipo de daño.

Finalmente, el abandono tiene un espacio en la legislación constitucional

ecuatoriana, específicamente en la sección de disposiciones generales de la

Ley orgánica de control constitucional, y trata sobre la evolución del Tribunal de

Garantías Constitucionales hacia el Tribunal Constitucional actual; veamos lo

que dicta la disposición a la que hacemos referencia:

"Art. 69.- El Tribunal Constitucional de oficio y por Ministerio de la

Ley, ordenará el archivo de los asuntos que se hubieren presentado

al Tribunal de Garantías Constitucionales, y que hubieren

permanecido en abandono por más de tres años, contados desde la
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última diligencia que se hubiese practicado o desde la última

solicitud hecha por cualquiera de las partes... ,(33

Consideramos que las causas provenientes del antiguo ente de control deben

seguir el curso natural del proceso constitucional, es decir, debe terminar con la

resolución aceptando o negando la demanda de inconstitucionalidad. Esto en

razón de su interés público, ya que no tratamos sobre creación, extinción o

modificación de derechos u obligaciones para las partes; sino que va mucho

más allá, ya que su alcance es general y obligatorio, sobrellevando la extinción

de la norma declarada inconstitucional en el ordenamiento jurídico interno.

A este análisis sobre la caducidad, Maximiliano Torricelli en un breve estudio

de la acción abstracta restringida en España, hace la siguiente acotación:

"Es muy difícil que el proceso caduque dado que se exigen cuatro

años de inactividad, y en esta acción en particular el Tribunal

Constitucional tiene la obligación de impulsar la causa de oficio... ,04

Entonces decimos que lo más razonable sería llevar el proceso hasta su final,

con la correspondiente resolución; no obstante, los tres o cuatro años de plazo

para el abandono se hacen prudentes si tomamos en cuenta que en la práctica

la acumulación y congestionamiento de la justicia constitucional es una

realidad.

5.2.3. IRRETROACTlVIDAD(seguridad jurídica) vs RETROACTlVIDAD(justicia)

Hemos repasado ya, las resoluciones que declaran la inconstitucionalidad de

normas de carácter general y obligatorio, además de los efectos que tienen en

el sistema jurídico interno.

63 Art. 69 de la Ley orgánica de control constitucional.
64 TORRICELLI, Maximiliano, El sistema de control constitucional argentino, Ediciones Depalma,
Buenos Aires - Argentina, 2002, Pág. 238.
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Ahora hacemos una confrontación temporal de esos efectos. Comentemos en

primer lugar sobre la seguridad jurídica, derecho que se encuentra consagrado

entre los derechos civiles de los ciudadanos ecuatorianos en la Constitución:

"Art. 23.- Sin perjuicio de los derechos establecidos en esta Constitución y en

los instrumentos internacionales vigentes, el Estado reconocerá y garantizará a

las personas los siguientes:

26. La seguridad jurídica... ,il5

La seguridad jurídica entre otras cosas, tiene directa relación con la existencia

de normativa con "plena vigencia" dentro de un campo determinado, pero lo

más importante es que esos preceptos sean cumplidos por los ciudadanos y

respetados por las autoridades competentes, de lo contrario se crea un

ambiente de inseguridad, es decir, la normativa además estar vigente deberá

ser válida para que como consecuencia se cristalice la seguridad jurídica.

El primer escenario en la confrontación temporal a la que hicimos referencia,

representa a la declaratoria de inconstitucionalídad con efectos ex tune, es

decir, la resolución del Tribunal declara inexequible un precepto legal por

encontrarse en contra de la Carta Magna, con la particularidad de que la norma

será declarada nula de pleno derecho, porque según esta regla de exclusión la

misma nunca debió existir, por consiguiente, nació muerta.

Al configurarse esta situación de declaratoria ex tune, no se consideran la

anulación consiguiente de los derechos adquiridos al amparo de tal norma. Por

otro lado, un autor ecuatoriano hace una reflexión sobre este tipo de exclusión:

" porque retrotraerlo al pasado, que teóricamente sería lo más

perfecto en razón de que ínvalidaría la norma o el acto desde su

fecha originaria de vigencia, puede afectar situaciones establecidas

y resueltas e inestabilizar las relaciones jurídicas. .ee

65 Art. 23 numo 26 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
66 TORRES, Luis Fernando, El control de la constitucionalidad en el Ecuador, EDIPUCE, Quito­
Ecuador, 1987, Págs. 100 y 101.
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Por ello consideramos, que teóricamente retrotraer los efectos de la resolución

sería lo adecuado, en razón de que la norma declarada ínconstitucional"nunca"

debió existir, y además no cabe la existencia de relaciones jurídicas creadas al

amparo de la misma, pero en la práctica esta proposición es de difícil aplicación

y crea un ambiente de inseguridad jurídica como anteriormente habíamos

anotado.

En segundo lugar, encontramos la nulidad de normas de carácter general y

obligatorio declaradas inconstitucionales, regla que rige en el Ecuador. Es la

declaratoria ex nunc, la misma que genera efectos a partir de su declaración.

es decir, para el futuro.

Entonces, todos los asuntos anteriores contemplados bajo la norma declarada

inconstitucional, mantienen plena vigencia y no son afectados por la resolución,

en atención a que los efectos ex nunc son de carácter irretroactivo.

Para ratificar lo dicho en relación a los efectos no retroactivos de la declaratoria

de inconstitucionalidad, revisemos la siguiente disposición de la Ley Suprema:

"Art. 278.- La declaratoria de inconstitucionalidad causará ejecutoria--- , "'-- - - -~ -

y será promulgada en el Registro Oficial. Entrará en vigencia desde

la fecha de su promulgación y~~ sin efecto la dispQsiqión o ,el

acto declarado inconstitucional. La declaratoria no tendrá efecto

retroactivo, ni respecto de ella habrá recurso alguno. '.67

Anteriormente, este artículo fue tema de análisis. Ahora lo enunciamos con la

finalidad de resaltar dos puntos importantes para este análisis del mismo.

67 Art . 278 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
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En primer lugar, la prescripción que hace esta norma constitucional en cuanto a

la vigencia de la declaratoria. Esta se considera vigente desde la fecha de su

promulgación en el Registro Oficial, y por lo tanto, general y obligatoria para

ciudadanos y autoridades.

Por otro lado, el articulado en forma expresa dictamina que la declaratoria no

tiene efecto retroactivo, es decir, sus consecuencias son futuras, debido a que

la norma declarada inconstitucional es expulsada del ordenamiento jurídico

interno desde el momento en que es promulgada en el Periódico Oficial de la

Nación.

5.2.4 ANULABILlDAD (regla de exclusión) vs DEROGATORIA (regla de

afectación)

La anulabilidad constituye una de las reglas de exclusión de las normas. Diego..,.-

Marulanda, tratadista colombiano, la define de la siguiente manera:

u aquella regla que tiene como función anular una norma, o sea,

excluirla del sistema, lo que significa privarla de su validez." 68

La anulabilidad trae como consecuencia la nulidad. La nulidad no puede ser

considerada como un acto de voluntad, que es propio de la función creadora de

las normas, sino que más bien se la discurre como una acto de conocimiento

que sigue un procedimiento determinado donde se confrontan las normas en

conflicto.

Entendemos a la anulabilidad como la regla de exclusión que supone un tipo de

violación al principio de jerarquía normativa, es decir, afecta directamente la

supremacía de la Ley Fundamental y el orden constitucional vigente.

68 MARULANDA MARTÍNEZ, Diego, Fundamentos para una introducción al derecho, Universidad
de Antioquia, 1era edición, MedeIlín - Colombia, 2000, pág. 181.
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De la reflexión anterior, colegimos una hipótesis básica en la formulación de la

regla de exclusión a la que hacemos referencia, esta es el conflicto normativo

de carácter vertical en el sistema u ordenamiento jurídico. Se atribuye este

conflicto generalmente a la indebida o incorrecta aplicación de las reglas de

inclusión en la creación de normas de rango inferior.

Para ser más claro en lo que a regla de inclusión respecta, cabe decir que las

normas superiores en jerarquía contienen condiciones y requisitos,

(fundamentalmente de existencia o pertenencia), para las normas subordinadas

a ellas dentro de un sistema.

Como ya hemos evidenciado, la regla de anulabilidad es la encargada de

precautelar el estricto cumplimiento del principio de juridicidad. Es decir, los

mecanismos y procedimientos de los que se encuentra provisto la regla de

anulabilidad, llevan al ejercicio pleno del control de juridicidad de las normas.

Por otro lado, para el austríaco Hans Kelsen, la gran mayoría de actos jurídicos

son de carácter mixto, y los describe así: "... ,todo acto jurídico es

simultáneamente la aplicación de una norma superior y la producción,

determinada por aquélla, de una norma inferior. ,:69. La anulabilidad es la regla

de exclusión que tiene como objetivo fundamental anular esos actos de

carácter mixto.

Es decir, Kelsen considera que los actos jurídicos de carácter mixto son todas

aquellas normas, sean estas de carácter general y obligatorio; o individual y

concreto, que pertenecen formal y materialmente al ordenamiento jurídico

vigente, debido a su armonía con la Ley Superior.

Ahora, la derogación por su parte, pertenece al grupo de las reglas de

afectación y actúa sobre la norma válida y existente. La derogatoria de normas

la ejerce el propio órgano legislativo que las expide, con la particularidad de

69 MARULANDA MARTÍNEZ, Diego, Fundamentos para una introducción al derecho, Universidad
de Antioquia, lera edición, Medellín - Colombia, 2000, pág. 192.
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que sus decisiones al respecto no se basan en vicios jurídicos existentes, sean

estos formales o materiales.

Al respecto de la derogabilidad veamos este comentario:

"La competencia del legislador, o creador de la norma, es tanto para

crearla como para modificarla o suprimir su vigencia, sin que los

vicios jurídicos sean determinantes cuando se aplica la regla de

afectación, genéricamente denominada derogabilidad. ,,70

Esta observación respalda lo dicho anteriormente de la derogación. Con este

antecedente, podemos decir que los efectos temporales de la regla de

afectación son irretroactivos, por la naturaleza misma de la derogatoria

proveniente del propio creador de la norma facultado para modificar o suprimir

su vigencia.

En cambio, la regla de exclusión o anulabilidad, tiene como consecuencia la

nulidad, mediante la cual se afirma que la norma nunca existió. Esta afirmación

nos conduce a la conclusión de que la norma declarada nula fue impugnada

fundándose en los vicios jurídicos, formales o materiales, que la llevaron a su

creación, por lo que resulta cierto señalar que la norma nació muerta.

En consecuencia, la retroactividad es el efecto en el tiempo de las sentencias o

resoluciones de nulidad. Admitiendo eso sí, que ninguna norma es nula ipso

iure, en otras palabras de pleno derecho o automáticamente nula; sino que

puede ser anulada por el mismo hecho de pertenecer al sistema normativo.

Sobre la estos principios en los efectos temporales, se hace la siguiente

reflexión:

'V alores como la seguridad jurídica, la libertad individual -que

implica el respeto y la protección de los derechos individuales-, el

70 MARULANDA MARTÍNEZ, Diego, Fundamentos para una introducción al derecho, Universidad
de Antioquia, lera edición, Medellín - Colombia, 2000, págs. 199 y 200.



55

principio de igualdad -que impone la preferencia de los derechos

sociales y colectivos sobre los individuales- constituyen, en su

momento, un contexto con fuerza suficiente para preferir una u otra

decisión: la retroactividad o la irretroactividad, la simetría o no. ,,71

Sobre el fragmento citado, podemos decir que la certeza en el uso de los

principios de simetría y de retroactividad, en la práctica judicial no son

absolutos, en atención a que por razones de conveniencia y oportunidad sería

imposible actuar totalmente ceñido a estos dogmas.

Finalmente, sobre el tema tratado en este trabajo de investigación, es decir, los

efectos de las resoluciones de inconstitucionalidad, entendemos que la

resolución expedida por el Tribunal Constitucional, órgano de control

constitucional concentrado, obedece a la regla de exclusión o anulabilidad; por

lo tanto, anulan las normas declaradas inconstitucionales pero con efecto

irretroactivo, en vista de la preservación de la seguridad jurídica, de la igualdad

y de los derechos colectivos, principalmente.

El Tribunal Constitucional ecuatoriano, como órgano supremo de control de la

Ley Superior, debe estar facultado para decidir en ciertos casos y apegados a

una normativa equitativa, sobre la retroactividad si fuere necesaria y los efectos

suspensivos con miras a tener una justicia constitucional real, sin exceder sus

funciones por motivos de conveniencia u oportunidad.

5.3. NUEVO DERECHO PROCESAL CONSTITUCIONAL EN EL

ECUADOR

5.3.1. INEXEQUIBILlDAD E INTERPRETACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN

En el Ecuador la declaratoria de inconstitucionalidad de una ley, lleva consigo

el desaparecimiento del ordenamiento jurídico de dicha norma.

71 MARULANDA MARTÍNEZ, Diego, Fundamentos para una introducción al derecho, Universidad
de Antioquia, 1era edición, Medellín - Colombia, 2000, pág. 199
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Uno de los pilares de esa declaratoria en nuestra legislación, se basa en que

su efecto no es retroactivo, es decir, consecuencia de la declaratoria contenida

en la resolución del Tribunal Constitucional, la Ley que es expulsada del

ordenamiento no tiene incidencia en las situaciones anteriores surgidas al

amparo de la misma.

Así lo confirma este fragmento del artículo de la Carta Magna ecuatoriana :

"Art. 278.- ... La declaratoria no tendrá efecto retroactivo, ni respecto de ella

hahd.-§Fei5Ii5':'slguno... ,,72
~.5"1

;.LCAlA ¡:-<>

Este efecto irretroactivo de la declaratoria de inconstitucionalidad, parece ser lo

más cercano con miras a proteger la seguridad jurídica, eso sí, tomando en

cuenta que no es muy justo que con arreglo a una ley inconstitucional unos se

hayan beneficiado a costa de otros.

El principio de la inexe-.9uibilidad, puntualiza que aquella norma declarada como
,--- -~'- - "' -

inconstitucional, nunca debió existir por su carácter contrario a la Ley

Fundamental, es decir, que t~ ley nació muerta.

Por ello, se hace elemental, revestir de una facultad extraordinaria al Tribunal

Constitucional, que en este caso vendría a ser la de declarar inexequible cierto

tipo de normas, que de acuerdo a criterios de equidad, justicia, conveniencia y

oportunidad; previamente enunciados en la Constitución y en la Ley Orgánica

de Control Constitucional, permitan realizar una tarea tendiente a fundar un

ambiente de justicia constitucional adecuado.

En conclusión, hacemos referencia al concepto de inexequibilidad, que en su

esencia significa "imposible", y que por ello su~ ef,eqto.S._SQn. r~Jr.oactivos , es

decir, al declarar el Tribunal una norma como inexequible la misma desaparece

del ordenamiento jurídico y además extingue todas las relaciones que nacieron

bajo su imperio.

72 Art . 278 de la Constitución Política de la República del Ecuador
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Como se puede evidenciar, es delicado otorgar al Tribunal Constitucional la

facultad para declarar una norma inconstitucional con efectos retroactivos,

principalmente porque se ve amenazada la seguridad jurídica del Estado. Para

ello, una delimitación importante nos plantea la solución ecléctica que reza que

se podrá aplicar retroactivamente la declaratoria de inconstitucionalidad cuando

la misma a nadie perjudique, y más aún, cuando es favorable a situaciones

anteriores , como una retroactividad benigna.

Sigue siendo innegable hasta el momento que la retroactividad puede ser

utilizada como arma politica para cumplir los intereses de un grupo

determinado; pero no se hace menos importante el reconocimiento de la

solución ecléctica mencionada en el párrafo anterior, para que exista un

ambiente más justo en situaciones que así lo ameriten.

Sobre la retroactividad existen distintas y variadas teorías. La de los derechos

adquiridos, esgrimida por Merlin en 1809, entiende los derechos adquiridos

como aquellos que se han incorporado de manera efectiva a nuestro

patrimonio; en oposición a las expectativas o esperanzas, que simplemente son

posibilidades que implican la contingencia de que se frustre.

Por su parte, Baudry-Lacantinerie y Houques-Fourcade, se encargan de

caracterizar de manera distinta el concepto de derecho adquirido. Para ellos, la

facultad legal es una cosa y el ejercicio de esa facultad otra. es decir, si la

nueva ley afecta el ejercicio de la facultad legal se reputa como retroactiva,

caso contrario, o sea, si afecta solamente la facultad legal que se desprende

del derecho anulado, se estará respetando el principio de irretroactividad según

esta tesis.

Mientras tanto, Ferrara por medio de su teoría de los hechos cumplidos,

deduce que la aplicación de la nueva ley no debe afectar los efectos

posteriores a su aprobación, es decir, deben someterse a la ley que regía al

tiempo en que el hecho se realizó.
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García Maynez, considera parcialmente la teoría de Ferrrara y agrega lo

siguiente:

u.•• si un derecho o una obligación han nacido bajo el imperio de una

ley, y el ejercicio de aquél o el cumplimiento de ésta pueden

prolongarse durante cierto tiempo, o se hallan diferidos de algún

modo, la modificación o supresión de tales consecuencias por una

ley posterior, es necesariamente retroactiva, ya que modifica o

destruye lo que existía ya antes de la iniciación de su vigencia. ,,73

En nuestro país, la retroactividad es entendida de la misma manera, es decir,

los derechos que nacen bajo el imperio de una ley que posteriormente es

sustituida por una nueva, subsisten y no son afectados de ninguna manera.

Igualmente, si el ejercicio de esos derechos se prolongan en el tiempo,

cualquier modificación a estos será entendida como aplicación efectiva de

retroactividad.

Para concluir sobre los casos en los que es conveniente aplicar el principio de

retroactividad, sostenemos que es una tarea difícil que implica valores

trascendentales tales como honestidad, bien común y justicia, por nombrar los

principales. Esta regla debe ser empleada de manera primigenia en materia

social. Leyes laborales que favorezcan al trabajador, leyes penales que

beneficien el principio constitucional indubio pro reo, normas tributarias que

estimulen la inversión y favorezcan a los contribuyentes, y en general, lentes

que asistan y mejoren la calidad de vida de las personas en lo que respecta a

salud, educación, seguridad y justicia.

La retroactividad enmarcada en los términos contenidos en el párrafo anterior y

atenta al respeto de las garantías y derechos establecidos en la Carta Política

73 TORRÉ, Abelardo, Introducción al derecho, Editorial Perrot, Buenos Aires - Argentina, Pág. 516.
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del Estado, resulta en una proposición interesante y prometedora que permite

investir con tal alta facultad al ente de control constitucional.

Por otro lado, aparece una atribución que nace de la propia naturaleza de la

declaratoria de inconstitucionalidad, nos referimos a la inte~2retación de una- ._.--- . ---_. ~....-
norma jurídica, que consiste en establecer su verdadero sentido y alcance. Al

decir norma jurídica cubrimos todo lo que esa expresión comprende, es decir,

no solo la leyes susceptible de interpretación. La teoría filosófica de

interpretación de las normas se denomina Hermenéutica Jurídica.

Al establecer su sentido, no queremos decir otra cosa que se tiene que indagar

en su finalidad. Por ejemplo, la norma laboral que instituye las vacaciones

anuales pagadas para el trabajador por parte de el empleador. Su sentido y

finalidad es la de asegurar un descanso con miras a la salud física y mental del

trabajador y a su pleno desenvolvimiento como ser humano.

El sentido de las normas al frente a un caso judicial concreto, es visto de esta

manera por Abelardo Torré:

"el juez - no sólo interpreta la norma, sino también la conducta real

que piensa encuadrar en aquélla, precisamente para establecer si

esa conducta dada en la realidad social, puede por su sentido, ser o

no encuadrada en el esquema de conducta mentado por la norma. n74

Para efectos de la investigación que estamos realizando, podemos deducir que

el fragmento citado nos explica, que determinada conducta dentro de la

sociedad será encuadrada en una norma jurídica que la contenga, debido a

que la situación que se desprende de la conducta social se ajusta a la

prescripción de la norma jurídica. Es en este momento, donde el intérprete

ejerce su facultad, al decidir sobre un caso determinado aplicando la norma

74 TORRÉ, Abelardo, Introducción al derecho, Editorial Perrot , Buenos Aires - Argentina, Pág. 459.
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según su apreciación, o como se conoce comúnmente a su leal saber y

entender.

Por consiguiente, la interpretación de una misma norma realizada por distintos

intérpretes tendrá diversas significaciones y entendimientos. La interpretación

legislativa o auténtica, llamada así debido a que el creador de la norma de

conformidad con las necesidades sociales exigidas en esa época es el más

indicado para interpretarla. En este caso, los legisladores nada tienen que ver

con la normativa que forma parte de la Constitución Política, en vista de que

dicha creación es atribuida a los constituyentes que en su momento fueron los

que dieron nacimiento a la Carta Fundamental.

Por su lado, el alcance es la extensión de esa finalidad o sentido, ya sea en el

espacio o en el tiempo. Por ejemplo, una ordenanza municipal que cubre la

extensión de su competencia y jurisdicción, es decir, es obligatoria para los

ciudadanos ecuatorianos residentes en ese cantón; y por otra parte, el Código

Civil que impera y es de obligatorio cumplimiento para el general de la

población y territorio ecuatoriano.

Dentro de la interpretación, tomando en cuenta el alcance de la norma,

encontramos que existen formas distintas de ejercerla. La interpretación

restrictiva que se limita prácticamente a reproducir el texto legal. Por su parte,

la interpretación extensiva mediante el desarrollo de las posibilidades que la

misma norma otorga, permite al intérprete extender su alcance y no se limita a

tomar el texto de ley literalmente. Por último, la interpretación restrictiva permite

al interprete en caso de encontrar injusticias en el texto legal, modificar el

alcance de la misma; técnica que en la práctica, al menos en nuestro país,

carece de aplicación.

En el Ecuador, con referencia a la interpretación con carácter general y

obligatorio de la Constitución encontramos lo siguiente:
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"Art. 284.- En caso de duda sobre el alcance de las normas

contenidas en esta Constitución, el Congreso Nacional podrá

interpretarlas de un modo generalmente obligatorio..." 75

Es decir, en el supuesto de un caso concreto en el que la aplicación de una

norma constitucional crea incertidumbre en relación a su sentido y alcance, el

Congreso Nacional decidirá definitivamente sobre el alcance y sentido de la

norma en tratamiento.

Consiguientemente, a nuestro entender, el Tribunal Constitucional al emitir su

resolución declaratoria de inconstitucionalidad de una norma determinada, se

encuentra claramente interpretando el precepto constitucional que se hallaba

en duda y de un modo generalmente obligatorio, tal y como se prescribe en el

artículo 284, citado en líneas anteriores.

Finalmente, discurrimos que el alcance de la norma constitucional que otorga la

facultad de interpretar la Constitución al Congreso Nacional, se encuentra

limitado y mal dirigido. La naturaleza de la función legislativa se encuadra en la

posibilidad de expedir, reformar y derogar leyes e interpretarlas con carácter

generalmente obligatorio76, además de la de fiscalización de actuaciones de

funcionarios públicos.

Es por esto, que se presenta la necesidad, en nuestra opinión, de estudiar a

fondo el tema; ya que el Congreso se encuentra ejerciendo una facultad que no

le debería competer al existir un alto Tribunal de temas constitucionales.

En algún momento, la interpretación de un precepto constitucional preparada

por el Congreso Nacional, puede encontrarse en contraposición directa con una

resolución del Tribunal Constitucional, decisión que según la propia

Constitución en su artículo 278 es inapelable.

75 Art. 284 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
76 Art . 130 numo5 de la Constitución Política de la República del Ecuador.
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5.3.2. LA DECLARATORIA Y EJECUCIÓN INDEMNIZA TORIA

Hemos realizado en líneas anteriores un extenso análisis de la declaratoria y

más específicamente de los efectos que conlleva tal reconocimiento. Es cierto,

que la declaratoria de inconstitucionalidad, contenida en la resolución del ente

de control, lleva consigo la obligación de expuls~r I~__norma que se encuentra

en evidente contrariedad con la Carta Magna.

y no es menos cierto, que en el Ecuador se suele irrespetar este tipo de

decisiones que en ocasiones son tomadas con un tinte "politiquero" y desvían

su verdadera esencia de salvaguarda de la Ley Fundamental.

Por otro lado, considerando la resolución del ente constitucional como una

sentencia que nace de un proceso jurisdiccional especial que tiene como fin

inmediato la satisfacción de una necesidad individual, en la mayoría de los

casos colectiva; mediatamente el respeto y cumplimiento de la supremacía de

la Constitución, con la consiguiente expulsión de la norma declarada

inconstitucional.

La sentencia, que en el caso ecuatoriano se denomina "resolución", se traduce

en una norma suprema de interpretación constitucional que como antes dijimos

merece una situación privilegiada dentro del ordenamiento jurídico interno.

Para dar pleno cumplimiento a esa resolución, existe de manera accesoria la

indemnización por daños y perjuicios; situación en la que se hace plausible la
~-'----- - - ~-'" •• o - - ' . ...

responsabilidad estatal, plasmada en la reparación y reconocimiento de

aquellos derechos transgredidos por la negligencia de los poderes del Estado.

Esencialmente, por su naturaleza los actos administrativos son los primeros

que merecen una~J~cución indemnizatoria, pero también los casos en los que

normas abstractas de cumplimiento obligatorio declaradas inconstitucionales

por el TC, son aplicadas por jueces o autoridades, cabe la misma acción; sin

perjuicio de aquellas administrativas, penales y civiles que sean pertinentes.



En materia administrativa, la desatención, directa o indirecta, de la resoluciór

de inconstitucionalidad debe conllevar la separación o destitución del cargo del

funcionario infractor, en vista de la gravedad que trae consigo la aplicación de

una norma expulsada del ordenamiento jurídico.

En materia penal, se sancionará al funcionario público cuya acción u omisión,

en el ejercicio de sus facultades, afecte de manera directa o indirecta la

resolución del Tribunal Constitucional. La normativa aplicable a estos casos se

encuentra contenida en el Código Penal, especialmente en los artículos 251 y

277 del mentado cuerpo legal.

El desacato y prevaricato constitucional, en esta clase de situaciones, debe

encontrarse tipificado en el Código Penal, con sus propias y especiales

sanciones por derivarse de temas constitucionales que merecen condenas de

mayor rigidez.

Por su parte, en el campo civil, aquel que haya sido perjudicado en su

patrimonio, o en el reconocimiento de sus derechos por un acto administrativo

proveniente de autoridad competente tiene derecho para iniciar una acción, en

cuerda separada y basada en la declaratoria de inconstitucionalidad, de daños

y perjuicios contra el Estado. La misma situación se produce con las normas de

carácter general y obligatorio que tengan incidencia en los derechos adquiridos

por aquellos ciudadanos afectados por la ley anterior.

5.3.3. PODER COERCITIVO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Este poder no es otra cosa que la facultad de ejecutar el contenido de las

resoluciones del Tribunal Constitucional con carácter generalmente obligatorio.

La propia Constitución reconoce parcialmente al ente de control constitucional:

"Art. 278.- ... Si transcurridos treinta días desde la publicación de la

resolución del Tribunal en el Registro Oficial, el funcionario o
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funcionarios responsables no la cumplieren, el Tribunal , de oficio o a

petición de parte, los sancionará de conformidad con la Ley.,,77

Primeramente, sobre la resolución del Tribunal Constitucional no cabe recurso

alguno, según la Ley Orgánica y la propia Constitución. De aquí que la

declaratoria de inconstitucionalidad es de obligatorio y fiel cumplimiento,

especialmente para aquellos funcionarios públicos, jueces y autoridades que

son los encargados de aplicarla .

En concordancia con el citado artículo de la Constitución, hacemos referencia a

la siguiente norma:

LQr.e.

" Art. 61.- Para la aplicación de las medidas cautelares y el

cumplimiento de las resoluciones de los jueces y tribunales se podrá

hacer uso de la fuerza pública, que no podrá negarse a colaborar

bajo responsabilidad administrativa. ,,78

Según el artículo 67 del BE3--9lamento de trámite de expedientes en el Tribunal------ -_.-.- _.__.- ........---

Constitucional, al Presidente de ese órgano, le corresponde la ejecución de las

resoluciones del Tribunal Constitucional.

Otra alternativa para el cumplimiento de la resolución y además para la

respectiva sanción a los que reniegan de la ejecución de la misma, la

encontramos en el siguiente artículo del mismo Reglamento:.. ~ . . . ...~- -- -

"Art. 60.- En caso de incumplimiento de las resoluciones del

Tribunal Constitucional, el Pleno del Tribunal comunicará el hecho al

Ministro Fiscal General para la aplicación de lo previsto en los

artículos 251, 277 Y los demás aplicables al caso, constantes en el

Código Penal.

77 Art . 278 de la Const itución Política de la República del Ecuador
78 Art. 61 de la Ley orgánica de control const itucional
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Lo previsto en el inciso precedente será aplicable a los funcionarios

que dicten normas o emitan actos que afecten, directa o

indirectamente, o dejen sin efecto las resoluciones del Tribunal

Constitucional. ,,79

En esta norma reglamentaria, ya se reconoce la facultad del TC para acudir

ante el Ministerio Público solicitando que se inicie el proceso penal

correspondiente. Estas fueron estudiadas detenidamente en líneas anteriores.

Además en el segundo párrafo, detalla los sujetos susceptibles de la sanción

penal precedente, especificando que se encontraran inmersos en la infracción

quienes en el ejercicio de la función pública, cometieren actos o dictaren

normas, que de manera directa o indirecta, perturben los efectos de las

resoluciones del Tribunal.

El poder de coerción del Tribunal Constitucional, se encuentra delimitado en la

Constitución y sus leyes pertinentes. Consideramos que debe otorgársele otras

atribuciones tales como la destitución, directa e inmediata a pedido del

Tribunal, de aquellos funcionarios que incumplan u obstruyan el cumplimiento

de las resoluciones.

La consideración anterior la hacemos en vista de que el poder de coerción

nace necesariamente de su propia jurisdicción especial, además de su calidad

de custodio de la Carta Magna. Por ello, sería plenamente conveniente la

adopción de normas tendientes a reforzar el poder coercitivo del ente de control

constitucional, con la finalidad de que no exista inobservancia y peor aún

incumplimiento de las resoluciones por parte de las autoridades pertinentes.

Una incorporación importante, sería el conocimiento por parte del Tribunal de

acciones de incumplimiento, tales como desacato o prevaricato constitucional,

con el fin último de determinar la violación normativa de la resolución,

79 Art . 60 del Reglamento de trámite de expedientes en el Tribunal Constitucional.
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especialmente para efectos indemnizatorios en un proceso civil posterior; sin

perjuicio de las acciones penales o administrativas pertinentes.



CONCLUSIONES

El Ecuador se encuentra viviendo tiempos de cambio y revolución,

especialmente en lo que tiene relación con su sistema político-jurídico. Es por

ello que se debe aprovechar el momento histórico por el que estamos

atravesando, para conformar e independizar ciertas instituciones que han

perdido o nunca han tenido la capacidad para trabajar por la justicia y con

miras al bien común de los ecuatorianos.

Los efectos de las resoluciones expedidas por el Tribunal Constitucional,

dependen en gran medida de la capacidad de independencia de la que se

encuentra investido el ente de control. Por ello, es conveniente que se

reestructuren ciertos aspectos indispensables a la hora de tratar temas tan

trascendentales como lo es el control constitucional.

La conformación del Tribunal, no puede estar íntimamente ligada a la función

legislativa, por una razón muy simple. El principio de independencia que

protege al ente de control constitucional de la interferencia de cualquiera de los

tres poderes del Estado, debe ser respetado y acatado en toda su extensión,

con lo que se anula el tinte politiquero que actualmente caracteriza a la

institución.

El problema esta planteado de esa manera, la solución puede darse de

distintas formas. En nuestro criterio, el proceso de selección de vocales del TC

debe hacérselo conforme a un concurso de merecimientos, en el que un

tribunal conformado por expertos constitucionales, de preferencia extranjeros

con sistemas similares al nuestro, sean los que estudien las carpetas y elijan a

los miembros del TC.

Otra situación que se encuentra directamente relacionada con la conformación,

es el período de duración de los cargos de vocales. Este tema fue analizado en

el presente trabajo. En el mismo se recomienda ampliar a seis o nueve años el

tiempo de ejercicio como miembro del TC; en vista de que al ser un cargo

eminentemente técnico requiere de continuidad, y de ser el caso la reelección

para aquellos que hayan demostrado probidad, honestidad e independencia.



Ya en la esfera de las normas constitucionales por sí mismas, la interpretación

de la Constitución es una facultad que por el hecho de estar relacionada con la

resolución de casos en los que normas jurídicas de jerarquía menor se

contraponen a la Carta Magna; debe ser encargada al ente de control

constitucional de forma exclusiva, para que sus resoluciones sean de carácter

general y obligatorio, con efecto de cosa juzgada y vinculantes para todos los

casos en los que se presente duda.

Por otro lado, los efectos en el tiempo de las decisiones emanadas por el

Tribunal Constitucional, debe existir ser en ciertas situaciones ,especialmente

en aquellas favorables y que no causen daño al común de la sociedad, la

posibilidad de aplicar el principio de retroactividad a los casos puestos a su

conocimiento. Esta función no estará completa, si los miembros del ente de

control pertenecen a partidos o responden a intereses de ciertos grupos de

poder; por ello la necesidad imperante de un proceso selección transparente

que permita elegir no solo a los mas calificados intelectualmente para el cargo,

sino también aquellos que les preceda una vida intachable en lo que a valores

fundamentales se refiere.

En conclusión, el órgano de control constitucional, sea este Tribunal o Corte,

debe encontrarse investido de facultades inherentes a su calidad de guardianes

de la Carta Fundamental, y para que este pensamiento sea aplicable en la

realidad debe contarse con la independencia, probidad y honestidad suficientes

por parte de sus miembros.
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CLAUSULA DECIMA.- Los compromisos y
obligaciones generadas por la ' ejecución del : presente
acuerdo , en relación con los profesores recibidos y.por:las
pasantías en el exterior, serán de exclusiva responsabilidad
de la Unidad Académica.

~~
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CLAUSULA DECIMO-CUARTA.- La UÍ1ivef~fd~d"~
Católica de Cuenca. para la Unidad Aca démica ~e

JUrisprudencia, Ciencias Soc iales y, ' Políticas o para
otras facultades concederá semestra lmente dos medias
becas para los funcionarios y empleados, sus hijos ,y
dependientes, que presenten cert ificados .de excelencia
en sus estudios un ivers itarios anteriores o que hayan
demos trado la misma exce lencia en cursos previos en la
misma universidad. Las medias becas serán aplicadas a los
rubros que la universidad determine Y podrán ser utilizadas
en estudios de pre-grado, post-grado y/o especialización;
en las disciplinas académicas que imparte la universidad. ' .

CLAUSULA DECIMO-TERCERA.- Los funcionarios y
empleados del Servicio Exterior y sus hijos ydepend ientes
qu~ se rnatricu len para cursar cualquier periodo de estudios
y para que se reconozcan sus créditos, al amparo de eslci ,

acuerdo. deberán cumplir con todos los requisitos de.
admi sión y con las exigencias acad émicas de ' la Unid~: ::

Académica de la Universidad Católica de CÍJenca: <j:: ,· i: ~ ~ '·

El reconocimiento de créditos otorgados por otras
universidades estará sujeto a las condiciones y normas
establecidas por la Ley de .' Educación Superior, el _
reglamento de esta ley. las resoluciones del CONESUP y e]' .
Reglamento pertinente de ' la Universidad Católica de
Cuenca.

CLAUSULA DECIMO-SEGUNDA.- La Universidad
Católica se compromete a otorgar cupos de matrícula para
que los funcionarios y empleados de carrera del
Servicio Exterior y sus hijos y dependientes, a fin de que
puedan iniciar o continuar sus estudios, para lo cual la,
Unidad Académica se compromete a reconocer los créditos
aprobados en las universidades de otros países; y conceder
todas las facilidades del caso para su matriculación . Para
el efecto de concesión de cupos, la Subsecretaría del
Servicio Exterior extenderá las certificaciones
correspondientes, que incluso podrán favorecer a hijos y
dependien tes de funcionarios y empleados de carrera.del;
servicio exterior, que hubieren fallecido. :.,¡ ",';

CLAUS ULA DECIMO-QUINTA.- A petición expresa
del Minister io de Relaciones Exteriores, la Universidad
Católica de Cuenca concederá semestralmente un
descuento del 20% en los costos de valor - crédito a los
funcionarios y empleados, sus hijos y dependientes, del
Servicio Exterior del Ecuador que sean admitidos en la
universidad . La Subsecretaría del Servicio Exterior
extenderá, para el efecto, la certificación correspondiente.

CLAUSULA DECIMO-PRIMERA.- La Universidad'
Católica se compromete a informar inmediatamente a "la
Dirección de Asuntos Migratorios y Extranjería sobre.

, " cualquier incumplimiento de los compromisos de los
beneficiarios de este acuerdo, en especial acerca de la
relación de intercambio cultural. En casos de
incumplimientos denunciados por la Unidad Académica, el
Ministerio de Relaciones Exteriores procederá a cancelar
las visas respectivas.
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Lunes 23

SEGUNDO,- La presente causa ha sido tú..
conformidad con el ordenamiento jurídico cons:
legal vigente.

Por su p,arle,'el Subsecretario Jurídico de la Pi
.. . la-República corno delegado del Coronel Inge
. . GJ dérrez Borbúa, Presldente Constituciq

República,' compirece 'y'manifiesta: Que el,
numeral 8 de la Constitución Política consni

'.' constitucional plasmada en el:segundo consid(
. ' Ley 101,2003 Y determina las verdaderas: raz

reformas introducidas, es' decir, sirven para{
evasión del infractor. En este mismo sentido, f
coadyuvar a la actividad judicial y policial,
evasión del sindicado, unificando la con~'

cometimiento de infracciones . conexas en .~

distinta jurisdicción y por delito de i gu a~.

gravedad. La clasificación de las medidas es
contiene el articulo 160 inciso primeLlL~1

Procedirnient i?e'n incluye la detenci ón t!
tanto , e segundo inciso desarrolla el conce

¿ a institución del Derecho Procesal Pen!.
nI} . contrarrestar los e~tQs negativos que se..O. '"

Ji, I¡J •caducidad de la" prisión , preventiva, /~i ..J~
,J fmputados o acusados, segun el caso, ( eru

qt¡<'~ por falta d~ desp~cho oportuno de las· . _ .J~ar·
'" y"....que- estuvieren Involucrados, al' no exrstn-

. ~ t ejecutoriada en su contra. La detención es (
. cautelar que tiene' como finalidad privarle te~'

de la libertad a un ciudadano en contra de ~
presunci.o~es de respons~bilidadpenal.por sup,­
ecomplicidad en un delito. Cabe manifestar, qu:

. malentendido generalizado en cuanto a la cad(
~pris i ó n preventiva y sus efectos, se ha extendido
:.;':gue una vez que el imputado o acusadorecupelf:.

por:cad.ucidad de. la prisión.p!:~enli va,' sinY{
del' delito atribuido, el proceso ' penal ha con
manera definitiva, cuando lo ún·ic~.:~ue ql¡ec(
por el transcurso del tiempo, es la prisión prev~­

medida :cautelar personal, el proceso debe coni,
su culmina~ión, el problema. que se pres~nta,(

vez. que obtiene..libertad el procesado, este desar p

del país y no se vuelve a saber de él, especiaf...
delito que se le.atribuye es grave y llegará él r
qu~ n? compD.re~a al juzgll;rnit:nto, nir 'lcllv
cumpltr la. p.ena, SI ~~ que ya se ~a Sl:!pw _'S(
recibido sentencia condenatoria la '1l\ .m9"
~gor hasta que se aprehenda al condejisuo. ¡!_
que reos procesados recuperen la libertad, pC(
de la prisión preventiva, se creó esta medial
personal, en ' v i rtüd"'de:~ la cual, una vez que(
dictado orden de detención en firme del acur
autor o cómplice, en el auto de llarnamierñ,
plenario, ya no operará ningún tipo de caducit..
reo afectado podría perder la libertad de 1;
encuentra privado PIElVisionalmente, hasta q(..
sentencia. Sol icita se deseche la ~emanda plantr

_ . . v"-P i "", ....,..!/ ~'t'" 1 1-< 'l l
vv ~ .

c,.J"" r<-l t .e CO NSID ER.\I DO:

i
PRIM ERO. - El Pleno del Tri~onstir'

competente para conoce~ ~ ~~sQ l lI~1 preserh_
cO!'iTormidad con los a;:;~Yí~ 176.... numert(
Constitución Política de! Es~~:, ~ ~e la Ley Or
Conen!1 Constitucional. v I y siguientes del Reb
Trámite de Expedientes en el Tribunal Constitur:

...

. Registro Oficial N° 382-.' . ,~Suplemento4

18 literal d) de la Ley Orgánica de Control Const itucional,
comparecen con la siguiente demandar ·.• · de
inconstitucionalidad: /' r' ( ~k "'-J " -: '" .

Las normas i mpu~adas son I"s conrenidas O}A el Capitulo 1
d'e""Ia" Ley o. 101 -200 3, artícu los 10, I J, 12, J4. 15. 16,
17, 28 Y 34, publlcaaaen el R.O. ' o. 743 de 13 de Enero
ere 2003, reformatoria al Código Procesal- Penal que se
refieren a la introducción de la "detención en
Irme , como medida cautelar de carácter personal.

Consta del libelo, un análisis pormenorizado de los
fundamentos de hecho y de derecho de la pretensión , por
lo que en virtud de aquello, solicitan se declare la
Inconstilucionalidad de fondo y se deje sin efecto los,
artlcu los referidos._ _ _ _ _ _ _ _ . 4- ,-'" ......::..( .... /-,;;

CONTESTACIONES A LA DEMANDA:

I
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H. Omar A. Quintana Baquerizo, en su condición de
Presidente del Congreso Nacional en lo principal alega
precedente jurisprudencial y res judicata o cosa juzgada, en
razón de que el Tribunal Constituc ional mediante
resoluc ión 002-2003-01, expedida el 18 de Noviembre de
2003 y notiticada el 2 de Diciembre de ese mismo año,
desechó la inco ns titucio ria lidad del artículo 173-A del
Código de Procedimiento Penal, publicado en el R. O 743
de 13 de Enero de 2003, cuya declaratoria ' de
inaplicabil idad fuera efectuada por el Juez Segundo de lo "'c '.' .

" J jP¿ nal de Cotopaxi. Al existir ya un pronunciamien io ' .'
a) : .,) cV \""J.' anterior sobre la mismamatena, íluye identidad objetiva y

~iJ y.> por lo mismo opera secundum ¡us res judic ata. En la
..,!J ~n.j./" demanda se aduce como derechos su uestamente v' os-

f ~ \ la I ertad y prohibición de pñvaci ón arbitraria de la ,
. . misma, artículo 23 (4); artículo '24 6 . En lo atanente a la .

primera dlSposicl n es 1m ertan .con relación a la
se un a que a su ravar que este precepto dice que nadie
será privado de la libertad SinO p r en escn ta de juez
competente , en los casos por el tiempo y con las
foITña1idades prescritas por la ley, salvo delito flagrante.
Ergo, si hay ley que dispone como medida cautelar la
detención en firme, y un juez la aplica, . no hay
inconstitucionalidad alguna. En la 'demanda se alude a la
dilación o a la demora, en su parecer, con-la figura de la;
detención en firme, este argumento es 'rebatible, primero '.
porque el Código de Procedimiento Penal establece plazos
en los cuales debe cumplirse 'las diferentes fases '
preprocesales o procesales a cargo de los div'ersos órganos
de la jurisdicción penal y del Min isterio Público, quienes
deben observar y cumplir los principios fundamentalmente
el de celeridad previsto en el artículo 192 de la Carta
Magna, recordándose que el retardo en la administración
de justicia será sancionado por lá Ley conforme lo
consigna el artículo 193 ibídem. Estos mismos argumentos

. .'- . ~e los reproduce frente al supuesto quebrantamiento de la
,h J

. e.d't\ presunción de inocencia, articulo '24 (7); derecho de
't. ~ ~~:r tt.;{ \," defensa y acceso efectivo a los órganos judiciales que seIn ' ~ ~,f\I'" dice en la demanda articulo 24 ( 10 y 17) Y seguridad
I ~..,.. . jurídica articulo 23 (26) de la Constitución Política.

\'L ~'rt: ~\. '" Ig~lmente se indica que "' s disposiciones legales que alli
o¡f¡ iE se impugnan atenta al derecho a la integridad personal
pred • articulo 23 (2), frenle a la cual, se debe tener presente, que

la ' prISi ón re emjva la detenclon en Itrme deben ser
a lctadas por j uez competente y con as formalidades que a
le reve, es ara mtraccl ones ue revisten gravedad, entre
las que están delitos contra la vida e In el( aaa ae la
personas y otros cometidos conlra los bienes jurídicos
prOtegIdos. Sol icita desechar la demanda,

(;J/t. .VLVr f-:. I-'oÍ< ,-' ," IIV YV-V- . I ¡ !I l . 1. 1 I , / LI. ...- , > IA . { I
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• TER CERO.- Los peticionarios se encuentran legitimados
para interponer la presente acción de inconstitucionalidad
en virtud de cumplir con los requerimientos que establecen
los artículos 277 numeral 5 de la Constitución; y 18 letra
d) de la Ley Orgánica de Control Constitucional;

CUARTO.- En relación al alegato realizado por la
Presidencia del Congreso Nacio nal, en el sentido de
existir cosa j uzgada, cabe recordar que el Art. 278 de la
Constitución Política del Estado dice : "La decla ra toria
de incon tituciona lidad causará ejecutoria y sera
promulgada en el Registro Oficial.. ." (las negrillas son
nuestras); __ ~

fl /iú·ni or- ~s resoluciones del Tribunal Constitucional en esta (
rt..? ~ l:J l» \.~ materia deciden la inconst itucionalidad del precepto

I impugnado o desechan la demanda, pero en ningún caso10.. cal .x
• ~'\ declaran la constitucionalidad de la' noana impugnada,

.e-':)_1 ,.. \(.'\ porñQser de su competencia or lo ue las normas cu a
v ¿~incon~1 uClOna ltd~ se ha demandado de: haber

" vi jU)~ merecido un pronunciamiento anterior del Trib unal \
1\' " VI- ,) Constitucional desechando la demanda, pueden volver a

L \ L 1 ,,\ .J ser aemandadas ya~cto a eltas no existe cosa
J '). r. juzgad~a. ~

,\l ----=- ----\(.). ~ í v\ .
v\V í Uno de los fundamentos para sostener lo dicho es que la

} Il.
C

, Carta Magna del Estado es en esencia un Código
Político, ya que se dirige a disciplinar, ordenar y regular
el ejercicio del poder , y en este sentido es posib le la
configuración de normas de amplia textura o cuyos
límites son imprecisos. por lo que es congruente que
respecto a ellas no exista una única y exclusiva forma de
interpn:tl!9.ón, pero es más importante, que cualquiera
sea el m étod o inter etat ivo según el enfoque que sea
nt:cesa; i;-¡:iwzar, es que el p r Qc l!SQ interpretativo sea
razonable alcance~n produc to que sea el resultado de
una argurneruacron j u r t ica ue
misma.--
En tal sentido , el juzgador constitucional, si al
involucrarse en el proceso interpretativo de la norma
constitucional detecta la irregularidad de la norma
impugnada con la Constitución Política del Estado, no
sólo que puede declarar su inconstitucionalidad, a~
aquello se oponga a anteriores pronunciamientos del
mismo ór ano de control constitucional. sino ue tiene la
obligación de hacerlo or tratarse de un mandato
superior que nacr de la soberanía del pueblo que es Que
la Constitución sea condición de validez y unidad del
oracnam lento Jun dlco.

De todas formas, cabe mencionar que únicamente el Art.
173-A del Código de Procedimiento Penal fue objeto de
pronunciamiento por parte del Tribunal Constitucional en
la Resolución No. 000Z-Z003-01 de noviembre 18 del
Z003 . Es decir, no hubo pronunciamiento respecto de los
otros articulas impugnados en esta causa, constituyéndose
en una razón más IDlra que no se pueda considerar gueña
existido cosa juzgad;:¡.

, .

Lunes 23 de Octubre 'del

SEXTO:- Con el fin de lograr un:
la petición y este fallo, es nece:
impugnados:

El Art. 10 dice: "Reformar el articulo 160, cuya
redacción debe decir : .

'Art , 160.- Clases- Las medidas cautelares de carácter
personal son la detención" la prisión preventiva U
detención en firme. Las medidas cautelares de carácter real
son la prohibición de enajenar bienes, el secuestro, la
retención y el embargo. .

"La detenc ión en firme se dispondrá en todos los casos en
que se dicte auto de lIamamiento.a juicIO. de conformidad
con el artIculo 232 de este código y solo podrá ser
revocada mediante sentencia absolutoria v suspendida en
los delitos sancionados con prisión" (lo subrayado es
nuestro.1-

El Art. 11 dice: "Eliminase en el inciso primero del Art.
167, la frase: ' o Tribunal ' " ,

El Art, 12 dice: "Eliminase en el inciso primero del
artículo 168, la frase: 'o Tribunal"'. .

El Art~ ] 4 dice: "Reformar el artículo 170, de la siguiente
manera: ',

"En el numeral 2, elimínese la frase: 'o absuelto'.

"En el numeral 4, en lugar de: ' artículC?/ 168', póngase
'artículo 169'.

"El inciso final dirá:

"V encidolos plazos previstos en el numeral 4, no se puede
decretar nuevamente la orden de p rIS IÓn preventiva 'salvo
la detención en firme" (lo subrayado es nuestro) .

El Art. 15 diee; "El inciso primero del artículo 172, dirá:

"""E l imputado o el Fiscal, pueden apelar de la orden de
prisi ón preventiva impuesta o negada: por el Jueaante el
superior de quien dicte la medida '",

..'
El Art: 16-dice: "C réase .a continuación del Art. 173, un
nuevo capítulo quetendrá corno t1 w lo ' 1 A DETENCió N
EN FIRME' y los siguientes articuIQs:'

'HArt. 173-A:- Detención en Firme.- A tin ·di: contarcon la
presenc ia del acü5ado en la etapa del Juicio y evitar en
suspensión, en el aUlo de llamamiento a j ... jc fo el fuez que
cQ.illlcc la causa Eleee.'; ubligatolÍUlliente. ordenar la
detención en firme de l acusado con excepción de los casos
siguientes

"1.- Para quien haya sido calificado como presunto
encubridor ; y,

"Z.- Para quienes estén siendo juzgados por una infracción
cuya pena no exceda de un año de prisió_n. '

"Si el acusado tuviera en su contra orden de prisión
..• Rreventiva al dictarse el auto de llamamiento a juicio sr I!:

cambiará por la detención en firme.

.r ti) .r J .• l . a-...... FV,¡i-;\Ab..·lV'rtOl,j rn·v,:.;JrIo.. r(R. « , !<.,......., r
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Prpducto de tal observación, la CIDH aprobó e
sobre la Situación de los ' Derechos Humar
Ecuador" el 18 ~e octulíre de 1996, durante su 9:
Ordinar io de Sesiones. De acuerdo con el arríe
Reglamento de la Comisión, el informe fue trar
Gobierno del Ecuador el 27 de noviembre de

D ÉCIMO T ERCERO.- La Comisión Interam
D_ere!l/.!o_~ l!t.Iman<is;;~II)H, ' como órgano priru
Organización de jos Estilaos Americanos ene
promover y proteger los. 'derechos humane
Américas, observa la evolución de los derecho!
en cada Estado miembro, e informa periódicam
la situación en un país determinado y fo
recomendaciones correspondientes al respectivo

Bajo el mencionado mandato. durante el 85
Ordinario de Sesiones, la ClDH, acordó s
Gobierno del Ecuador su consentimiento para 1I~

una visita in loco en este país. El 4 de agosto I

Gobierno del Ecuador dio su consentimiento p
Comisión realice su observación in loc óentre e
de noviembre de ese año.

DÉCIMO PRIMERO.- El Art, 7 de la C
Americana sobre Derechos Humanos, tratado int
suscrito y ratificado por el Ecuador, r
promulgada en el Registro Oficial No, 452
octubre de 1977, en referencia al derecho a
personal, dice: '''s. Toda persona detenida o ren
ser llevada, sin demora, ante un juez u otro ti
aiitorízado por la ley para ejercer funciones jt
tendrá derecho a ser juzgada dentro de
razonable o a ser puesta en libertad, sin perjui
continúe el proceso ... " (las negrillas son nuesti

DÉCIMO,.'EI Art. 9 del Pacto Internacional de
Civiles y Políticos de las' Naciones Unida
internacional suscrito y ratificado por el
ratificación promulgada en el Registro Oficial 1"­

24 de enero de 1969, dice: "3. Toda persona e

presa a causa de una infracción penal será 11
demora ante un juez u otro funcionario autoriz
ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá
ser juzgada dentro de plazo razonable o a ser
libertad..." (las negrillas son nuestras).

encuentre vigente para que los ciudadanos ec
gocen-incond iciónalrnente de los derechosy lib
el ~os contenidos., : "
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OCTAVO.- El método sistemáticofide interpretación
constitucional, guía al intérprete<~aIa entender a la
Constitución como un todo orgáDico, es decir, que no se
puede analizar a la norma en"S!! forma individual, sino que '...,
se la tiene que compre"ider prestando atención a la ~
finalidad que persigue el conjunto normativo. <t

)--...

<l:::

~

El Art. 17 dice: "En el artículo 174, a continuación de la
frase ' prisión preven tiva', agregar: 'o de la detención en
[fr;;,e" , (lo subrayado es nuestro).

El Art. 28 dice: "R eforinar el Art . 232. en 5\1 numeral 4,
cuya reda~ebe decir' '41 'Ca-orden de detención en
lTiíííeíieI a cusado como auror o cómpl ice, y la de
secuestra r. retener o proh ibir la enajenación de sus
bienes, precisándolos, si antes no se hubieren dictado;
y,''' (lo subrayado es nuestro).

"Art, 173-8.- ~elación .- Si se interpusiese recurso de
ape lación del auto de llamamiento a juicio, la orden de
detención en finne no será suspendida"'.

El Art. 34 dice: "A la Disposición Transitoria Primera,
agrégase un inciso que diga: 'En la etapa del plenario, la
medida cautelar de orden personal que se dicta para
asegurar la comparecencia de! acusado al proceso se
denomi nará, detenciÓn en firme sjendo su naturaleza
diferente a las que se dicta en el sumario"'.

Al efecto, para nadie es ajeno que el Estado ecuatoriano
se ha dado un ordenamiento jurídico, cuya cúspide es la
Constitución Política del Estado, que tiene como fin la
protección de los derechos, libertades y garantías del s~r

humano. De esta [onna, el Art: 16 de la Carta Magna
seña la: " El más alto de ber del Estado ~ '

y acer resp etar os erechos humanos que garant iza estª ~

Constitucióii". .¡~ (,)~;j v~V'1'¡J (r",)':\.J~ ~-¡").

NOVENO.- El Art. 163 de la CQ~nPomica'del

Estado dice: ''Las normas contenidas en \-;;;--tratados y
convenios internacionales, una vez promulg~ en el
Registro Oficial, fonnarán parte del ordenamiaRo-juridico
de la República y prevalecerán sobre leyes y otras normas
de menor jerarquia". f (1 - )

- L'.::l 4"~v~""P-' <r.

El Art. 17 de la Constitución Política del Estado dice: "El
Estado garantizará a todos sus habitantes, sm-­
discriminación alguna el libre y eficaz ejercicio y el goce
déÍos derechos humanos establecidos en esta Const itución­
)' ei11ii'S"declaraciones pactos, convenios y más
iMtrumentos internacio nales vigentes" (las negrillas son

II~S) . t l' ~ ...1 "'irvV<.-.... fv ( I'-f -)
En consccue cia, no es facultativo del Estado acatar las
normas cont nidas en tratados internacionales que han sido
ratiñcados por el Ecuador y prom ulgados en el Registro
Oficial, s in~ que es obli atoria su a licació su
jerarquía snpra egal; y, en materi a de derechos humanos es
·SuTtclC::nte que un instrumento sobre esta materia se
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) t J ÉPTIMO.- El Art. 24 numeral 8, incis o primero, de la r¡
~( 1-. e (11.. onstitución Po)[tica del Estado dIce ; "La prisión .

Art, 1 ." Jc. Jo J"l preve ntiva no pod rá exce der de seIs meses, en las caus~ .....
protecció (~ r- p6fQehtos sancIonados con pnSlOn, nt de un año, en ~

con el COI delitos sancIOnados con reclusión. SI se excedieren esos ?:
plazos, la orden de pnslOn prevenfiVá quedará sinefecto, ~:'b ~~ "Dt(;IMQ ~EGUNDO.- El Art. 1 de la C
bajo la responsabil idad del Juez que conOC~¡tClllJ,;ia'! r " ~ Interamericanasobre Derechos Humanos dice: "(

Q.cie Respetar los Dér-c;cijo§.- 1. Los Estados Part
'-J 'G()nvención se comprometen a respetar los d

Hbprtades reconocidos en eH", /i a garantizar
pleno: ejercicio a toda persona:"que esté su
jurisdicción... "; y, el Art. 2 del mí~o cuerpo
dice: "~J:)eber de Adoptar Disposiciones de
Interno.'" ' Si el ejercicio de los derechos y
mencionád~s en el Articulo 1 no estuviere ya g
por disposiciones legislativas o de otF(), CaJ

Estados Partes se comprometen a adoptar; COI

sus procedimientos constitucionales y a lasdis
de .esta Conv~néión, las medidas legislativas
ca'1cter que'fueren necesarias para hacer eféc
derechos y libertades" (las negrillas son nuestr
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C/OH en el mismo documento dice : "Este informe tiene el
propósito de asistir al Gobierno de Ecuador en el análisis
de la situación de los derechos humanos en dicho país
como Estado parte en la Convención Americana sobre
Derecho s Humanos, y formular recomendaciones que
mejoren el cumplimiento de sus obligaciones
internacionales en materia de derechos humanos".

Posteriormente añade: " El Gobierno indicó que el informe
había sido analizado detalladamente y que valoraba los
contenidos, conclusiones y recomendaciones sugeridas,
que constituirían un elemento importante en sus esfuerzos
para lograr el mejoramiento de ciertos mecanismos y la
consolidación de otros dedicados a la realización de los
derechos humanos en el país . El gobierno reconoció el
carácter objetivo del informe. .. ''.

DÉCIMO CUARTO.- En el Capítulo VII del mencionado
informe , relat ivo al derecho a la libertad personal, se
rescatan las siguientes posiciones:

"El problema más grave que la Comisión ha ~

identificado con respecto al derecho a la libertad, es la
aplicación arbitraria e ilegal de la detención preventiva.
En el momento de la observación in loco de la Comisión,
las cifras presentadas indicaban que aproximadamente
9,280 individuos estaban dete nidos en el sistema
penitenciar io ecuatoríano. de los cuales cerca del 70%
eSperaban juicio o scntencia. La delegació n de la Comisión
ffiibl ó con individ uos Qye 'habían sido mant enidos eñ
prisión por dos , tres cna tro cinco e' jnclusive seis aijos......
sin haber recib ido II na decisión judicial de acusación en su
contra.

"Bajo el artículo 7.5 de- la Convención Americana, una
persona deten ida de acuerdo con la ley 'tendrá derecho a
ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta:en
libertad , sin perjuicio de que continúe el proceso' . Por lo
tanto, la detención preventiva debe ser consistente con
la Convención sólo .mientras su duración no se vuelva
'irrazonable ' . Cuando la detención preventiva se
prolonga en for ma ir r azo nable. 's e inc rementa el r iesgo­
de invert ir la resunción de inocencia'. Corno ha '
expresado la Comis ión, . a argumentación que respalda
esta garantía es que ninguna persona debe ser castigada síii
un juicio previo que incluya un cargo, la oportunidad de
defenderse y una sentencia',

"En la práctica, sin embarllo, el n9 mantenililienfOde
IQS limites razonables para la óetllnción pnweBtha ' ha
sido reconocido corno un problema critico en Ecuador

" . .. Bajo la Convención Americana, una vez que la
detención preventiva deja de ser justificada, o cuando un
detenido no ha sido juzgado dentro de un término
razonable, se viola el derecho a la libertad". (las
negrillas son nuestras).

En las conclusiones del informe sobre el capítulo relativo
al derecho a la libertad personal , la <;:~

lnteramericana de Derechos Humanos dijo:..

"La detención preventiva sgls es pefffiisibre cuando esté
justificada por una necesidad urge nte para ello, por
ejemplo, para aseg ura r ue el acus ado no evada la 'usticia
o ínter lera en a investigación judicial. Cuando una
persona es deten ida sobre la base de esa urgente necesidad~

§!"responde a las a u to~iales naciona'e

proceder l;;n especial diligenci~ para asegurar qu e la
!liración de la det ención no se torne irrazonable" . (las
negnlias son nuestras).

y en las recomendaciones que realiza la C/OH dice :

"El Estado debe tomar las medidas 'necesarias para
garantizar que la detención preventiva sea 'aplicada como
una medida excepcional, justificada sólo cuando se
cumplan los parámetros legales aplicables en cada caso
individual; y donde esos criterios no , se ' cumplan, deben
adoptarse medidas para garantizar la liberación inmediata
del detenido. -

" El Estado debe adoptar las medidas .necesarias para
asegurar que las personas que se hallan justificadamente en
situación de detención preventiva sean sometidas a un
juicio con una sentencia final sin una demora indebida, o a
que sean puestas en libertad sin perjuicio de la
continuación del procedimiento" (las negrillas son
nuestras). .

DÉCIMO QUlNTO.- La disposición del Art. 24 numeral
8. inciso primero , de la Constitución Política de la
República del Ecuador que establece el derecho a la
caducidad de la prisión preventiva, nace del cumplimiento
del Estado ecuatoriano a la norma contenida en los
artíc ulos 9.3 de l Pacto Internacional de Derech os Ci iles y
Políticos de aciones Unidas, y 7.5 de la Comisión
Americana sobre Derechos Human os, que establecen que
las personas detenidas tendrán derécho. a ser juzgadas
d entro de un plazo razo nable ,o a ser puestas en libertad,
sin perjuicio de que continúeel-proceso penal; y, de la
recomendación que realizara la prÓpi~,CIDH en su Informe
sobre la si tuació n de los Derechos Humanos en el Ecuador.

DÉ IMO E T O.- El Art. 18 de.la Constitución Política
de l Estad o dic~

" . .. En materia de derec hos y garantí as constitucio nalcs, se
estará a la interprctación que más fi¡yorrzc8 ' SII efectiva
vigencia. Ninguna autoridad podrá exigir condiciones o
requisitos no establecidos en la Constituc ión o la ley, para
el ejercicio de estos derechos.

.... . Las leyes no podrán restringir el ejercicio de los
derechosy garantias constitucionales" .

DÉCIMO SÉPTIMO.- detención en ti
incorporada al Código de Pro edimiento Penal como
capítulo IV-A del libro tercero obre medidas cautelares.
en virtud del Art, 16 de I~ Ley o, 101-2003, publ icada en
el R.O. No. 743 del 13 de e o del 2003, es una medida
cautelar de carácter personal, equivalente ,a las
tradic ionales de detención y prisión preventiva, que opera
en- un momento determinado del proceso penal,
específicamente cuando se ha dictado auto de llamamiento
a juicio, sin que se pueda determinar su ' tiempo de
duración, porque en la práctica puede extenderse hasta la
existencia de una sentencia, por lo que podrian pasar
semanas, meses o años mientras la persona privada de
libertad espera la resolución final del proceso penal.
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DÉCIMO OCTAVO.- Para abundar en lo mencionado,
se tiene que de conformidad con el Art . 173-8
impugnado, la apelación del auto de llamamiento a
juicio , no suspende la orden de detención en firme , que

E
os fines que persigu e la detención en firme, según consta

en parte de los artículos que han sido impugnados en esta
causa, son:

r~1 :8"'1 ..;r ....,1 FL;;t.'""l2

~
¡j ) ~~n.tar con la presenc ia del imputado en la etapa del

JUICIO: y,

b) Evitar la suspensión del proceso.

El Juez que dicte auto de llamamiento ajuicio está en
la obligación de ordenar la detención en firme para los
presunto s autores o cómp lices del delito que se invest iga;
y, de conformidad con el último inciso del Art . 173-A
impugnado, la prisión preventiva que pesa en contra del
acusado se transmuta a detención en firme al momento de
dict arse el auto de llamamiento a juicio. Es decjr,
simplemente deja de ser pri sión preve nt iva para convertirse
en dete nción en firme .

Lunes 23 de Octubre del

es lo mismo que ocurría con la prisión prev ,
con la diferencia que actualmente la posible e
la medida cautelar ya no existe, quitando
superior de resolver la apelación de mane
perjuicio del sindicado cuyo tiempo de esp
tener medida legal.

Por su parte, el Art . 34 de la Ley Reformai
impugna dice: "A la Disposición Transitor
agrégase un inciso que diga: ' En la etapa del
med ida cautelar de orden personal que se
asegurar la comparecencia del acusado al
denominará, detención en firme, siendo su
diferente a las que se dicta en el sumario"':
ninguna norma se desprende que la natur
detención en firme sea diferente a la de
preventiva.

DÉCIMO NOVENO.- En definitiva,
contenidas en la Ley No . 10 1-2003, publicad
No . 743 del 13 de enero del 2003, que im
detención en firme como medida cautelar qu
en un momento determinado del proceso
prisión preventiva, son inconstitucionales ~

derecho fundamental garantizado en el Art, 2
inciso primero de la Constitución sobre la e
la prisión preventiva, y los art ículo 9.3
Internacional de Derechos Civiles y Politicos
Convención Americana sobre Derechos HL
establecen que las personas detenidas tendrá
ser juzgadas dentro de un plazo razonable o ;
en libertad, sin perjuicio de que cont inúe el pr
normativa internacional de Derechos Hurrn
Estado ecuatoriano se ha comprometido a resp

. . '

De 'l a que" 's e tiene que cambia "la orden
preventiva" por "la orden de detención
obviamente, según lo analizado, por dictar
llamam iento a j uicio, pero sin que cambie ver,
la naturaleza ae.lil.~djda ~aute lar, lo cual surr
tiempo de la detención en firme deja de tener r
confirma lo ya mencionado sobre (a vuln
produce la detención en firme al derecho ce
sobre la caducidad de la prisión preventiva.

El Art. 232 del Código de Procedimiento Per
ser reformado, decia: "Auto de llamamiento a.
juez considera que de los resultados de la
Fiscal se desprenden presunciones graves y fur
la existencia" del delito y sobre la partic
imputado como autor, cómplice o encubridor,
de llamamiento a juicio. El auto debe cont
identificación del acusado; 2. 'El análisis pr
resultados de la instrucción fiscal; 3. La descri¡
precisa del delito cometido y la determinación
participación del acusado; 4. La urden
preventiva del acusado como autor o cómp
secuestrar, retener o prohibir la enajena,
bienes, precisándolos, si antes no se hubierer
5. La cita de ; las disposiciones legales apJi
~egrillas son nuestras). .

El Art . 28 ibídem que también se irnp
"Reformar el Art . 232 , en su numeral 4, CU}

debe decir: '4 .- La orden de detención el
- acusado como autor o cómplice, y la de

retener o prohibir la enajenación de ~

precisándolos, si antes no se hubieren dictado

Suplemento8

En este punto, y por lo mencionado, cabe realizar un breve
análisis. De acuerdo al Art . 167 del Cód igo de
Proced imiento Penal , la prisión preventiva tiene como fin
garantizar la presencia del acusado o imputado al proceso y
asegurar el cumplimiento de la pena, es decir, en esencia,
los mismos fines que la detención en firme, por lo que cabe
pregu ntarse ¿qué necesidad tuvo el legislador de la
existencia de la de tenCión en lIrme SI la pTlSIÓn reventiva
ya era una medl a suficiente para aran tlzar la inmediatez
.1el acu sado al proceso? La única respuesta es que e '· ,
legislador deseaba interrumpir la cad ucidad de la prisión
pn.:ventiv e no so lamente consta como garanlla de l
imputad 9 del o lo e roce (miento
~ s ino princ ipalmente como derecho fundamenta en...
el Art '4 "limera! 8 de-Ia Const itución Politica de la
RSJ2IÍhlica.

La mencionada afirmación no es creación de este Tribunal,
sino que aparece de manera clara en el cuarto considerando
de la Ley No. 101-2003, publicada en el R.O. No . 743 de
enero 13 del 2003, reformatoria al Código Procesal
Penal , que dice: "Que la caducidad de medidas cautelares
de orden personal hacen indispensables la introducción
de reformas a la legislación nacional en las disposiciones
de carácter procesal penal y judicial;- a través de la
implementación de la figura jurídica de 'la detención
en firme' , medidas cautelares de apremio real; ;Y;'
e levación en consulta al órgano judicial superior, que

<; soslaye la evasión del infractor" (las negrillas son
o nuestras).

~~ En defi nitiva , el legislador en referenc !.a~CF1a-dc

"") j ustic ia penal ecuatoriano , para evi tar la evas ión del
---I¡:. r' infracto r por haber operado J.Lcaducidad de la pr isión
.-¡ -1 p'rcvent iva, no enc uentra co mo sol UCión rcsa lv.er.-.4as

'--' ~. causas enales de manera á i l, si no c nueva
~ figura iuridica que es la detención en firme, que aunque

'" "l=--.~ ten a 10 . mas fine e a nSlon r n IV , el
ro--
~ ~ efecto de evitar la caducidad de la me 1 a, rovocan o
~ un rau e al esp íritu constitucional con tenido en el
'-> numeral 8 del Art . 24 de la Carta Magna, según se ha

exp hca do en lineas an tertoI'é'f' sobre las razones de
respeto al derecho internacional de los derechos humanos
qu e impulso al constituyente a establecer la mencionada
norma como derecho fundamental.
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Al respe cto también cabe indicar que en la Opinión
Consultiva OC-14/94, de diciembre 9 de 1994, la Corte
Interamericana de D'erechos Humanos, al opinar sobre la
responsab ilidad internaciona l por la expedición y
aplicación de leyes violatorias a la Convención
entratándose de "leyes de aplicación inmedi ata", se
pronunció en el sentid o de que esta situación consti tuye
una vio lación a las ob ligaciones contraídas por un Estado
al ratificar o adherirse a la Convenció n; y en el caso de que
esa violación afec te de rechos y libertades protegidos
respecto de ind ividuos det erm inad os genera la
responsabilidad internacional de tal Estado; ya que si los
Estados se han comprometido a garantizar y respe tar los
de recho s y libertades, reconocidos en la Convenció n, para
lo cual deb en tomar medidas leg islat ivas o de otro carácter,
con más razó n ex iste la obl igación de no adoptar
"medidas", que contradigan el objeto y fin de la
Co nvención.

VIGÉSIMO.- Específicamente las normas que fueron
impugnadas y que se declaran inconstitucionales según lo
mencionado en el considerando anterior son el artículo 10
que reforma el Art . 160 del Código de Procedimiento
Penal, en e l primer inciso únicamente en la frase que dice
"y la detención en firme", y todo el inciso segundo que se
refiere íntegramente a tal medida cautelar; artículo 14
únicamente en lo que se refiere al inciso final del Art. 170
del Código de Procedimiento Penal en la frase que dice
"salvo la detención en firme" ; artículo 16qu.l; .~re~" .ÍJn
nuevo capitulo sobre la detención en firme enél Código de
Procedimiento Penal. en forma Integra; artículo 17 que
reforma el .An, 174 del Có digo de Procedimiento Penal, en
la frase que dice " 0 de la detención en firme " ; artículo ~8

que reforma el Art . 232 numeral 4 del Código de
Procedimiento Penal, eñ la frase que dice "de detención en
firme del acusado co mo au tor o cómplice, y la" ; y, articulo
34 de forma íntegra el inci so agre gado a la Disposición
Trans itoria Prim era del Códígo de Procedimiento Penal.

VIGÉSIMO PRIMERO.- En virtud de los efectos de
expulsión del ordenamiento jurídico de las normas
declaradas inconstitucionales, se debe indícar que!<l
Tr ibunal Consti tucional actúa como un leg islador ne ativo _
puesto que por no ser un legls ador positivo se encuentra'
en ImpOSibilidad de declarar vigente la norm tiv nt . r
a las r rmas ¡m ugna as, muc o menos de adecuar la
legislación act ua l a ta normati va; por o que no cabe
declarar la inco nst j!IJciooa lidad de: los artículos también
impugnados co mo son el 11. 12 y 15 de la Ley No. 101­
2003 reformatoria al Código de Procedimiento Penar,
recomendando eso sí, que de manera urgente el Congreso
Nacional adecue la nueva normativa del Código de
Procedimiento Penal según los efectos del presente fallo.

1.2. Articulo 14;únicamente en lo ,que se ' refiere al
inciso final del " Art. 170. del Código de
ProcedÚniento Pena' en :Ia frase que díce "salvo
la 'detención en firme". ' ,

1.3. Artículo 16 que crea un nuevo capítulo sobre la
detención en firme ' en el Código de

_Procedimiento Penal, en forma íntegra.

1.4. Artículo 17 que reforma el Art. 174 del Código
de Procedimiento Penal, en la frase que dice "o
de la detención en firme".

1.5. Artículo 28 que reforma el Art . 232 numeral 4
del Código de Procedimiento Penal, en la frase
que dice "de detención en firme del acusado
como autor o cómplice, y la" .

1.6. Art ículo 34 que agrega un inciso a la Disposición
Transitoria Primera del Código de Procedimiento
Penal, de forma íntegra. .

2. ; .Desechar la demanda de inconstitucionalidad de Jos
artículos 11, 12 Y 15 de la Ley No. 101-2003
reformatoria al Cód igo de Procedimiento Penal.

3.~ Recomendar al Congreso Nacional que de manera
-urgenteudecue la nueva normativa del Código de
Prái:e di míe¡lto Penal según losefectosdel presente
fallo . ' . " ,

:;-~_:. .

4,~; Notifiquese y PUblíqué~.~¡ ::,:: .

"o ' L .; ,-:

f.) Dr. S~tiago Velázquez Coello, '~~~sidente.

Razón: Siento por tal. que la resÓíllt:i9R ~IlC ante¡;;IlQe fue
~a por el Tribun~1 Constitucional cOn seis votos a
favor. corresp ondientes a los doctores Jorge Alvear
Macias, José García Falconí, Jacinto Loaiza Mateus,
Enrique Tamariz Baquerizo, Tarquina Orellana Serrano y
Saniiago Velásquez Coello, dos votos salvados, de los
doctores Juan Montalvo Malo y. Carlos Soria Zeas, sin
contar con la presencia .del doctor Manuel Viteri Olvera,
en sesión del día manes veintiséis de septiembre de dos
mil seís. ':;..

- f.) Dr. Juan Carlos Calvache Recalde, Secretario General.

VOTO SALVADO DEL DR. CARLOS SORIA ZEAS
EN EL cxso SIGNADO CON EL No~ 002-200S-TC.

RESUELVE:

Por todo 10 expuesto, y en ejercicio de sus atribuciones,

.. .

Silvana Sánchez Pinto, a nombre y representación de mil
cuatrocientos personas, cuyas cédulas y firmas adjunta a la
presente; y, Washington Gruezo, por sus propios derechos
como ciudadano, Coordinador Nacional ' 'del Comité

En vista de no haber sido considerado por el Pleno del
Tribunal Constitucional el Informe que respecto al
presente caso fue propuesto por la Segunda Comisión, el
cual suscribí" me ratiflco en el contenido de dicho
informe, por ló que dejo consignado mi voto salvado en

los síguiente términos: . / ' '

ANTECEDE:NTES-Artículo 10 que reforma el Art. 160 del Código
de Procedimiento Penal, en el primer inciso
únicamente en la frase que dice "y la detención'
en firme" , y todo el inciso segundo que se refiere
íntegramente a tal medida cautelar.

1.1.

1.- Acep tar de forma parcial la demanda propuesta,
declarándose la incon stitucionalidad por rozon es de
fondo de los si¡:uicoleS artí,a¡IQs impu8IJ ados de Ja­
manera que sigue:
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CONTESTACIONES A LA DEMANDA:

Consta del libelo, un análisis pormenorizado de los
fundamentos de hecho y de derecho de la pretensión, por
lo que en virtud de aquello, solicitan se declare la
inconstitucionalidad de fondo y se deje sin efecto los
artículos referidos.

Nacional de Prisioneros del Ecuador, con fundamento en
10 dispuesto en los artículos 276 numeral 1 y 277 numeral
5 de la Constitución Política en concordancia con los
articulas 12 numeral 1, Y 18 literal d) de la Ley de Control
Constitucional, comparecen con la siguiente demanda de
inconstitucionalidad :

Lunes 23 de Octubre del

ley prevé, es para infracciones que revisten grave!
las que están delitos contra la vida e integrid:
personas, 'y otros" eómetid~s contra los" bienes
protegidos. Solicita desechar la demanda.

Que, el Tribunal Constitucional, de acuerdo ce
I del artículo 276 de la Constitución Pe
República, en concordancia con los artículos
y 18 literal d) de la Ley de Control Cons
competente para conocer y resolver el presenté

CONSIDERACIONES:

Por su parte, el Subsecretario Juridico de la Pr
de la República como delegado del Coronel
Lucio Gutiérrez Borbúa, Presidente Constitucir
República comparece y manifiesta: Que el' al
numeral 8 de la Constitución Politica constitu,
constitucional plasmada en el segundo considera
Ley 101-2003 Y determina las verdaderas razoi
reformas introducidas, es decir, sirven para p
evasión del infractor. En este mismo sentido, era
coadyuvar a la actividad judicial y policial. e'
evasión del sindicado. unificando la conde
cometimiento de infracciones conexas en la
distinta jurisdicción y por delito de igual
gravedad. La clasificación de las medidas caut
contiene el artículo 160 inciso primero del (
Procedimiento Penal incluye la detención en fim
que el segundo inciso desarrolla el concepto de
institución del Derecho Procesal Penal"
contrarrestar los efectos negativos que' se"der
caducidad de la prisión preventiva, en cua
imputados a acusados. según el caso. recuperan
por falta de despacho oportuno de las causas
que estuvieren involucrados, al no existir
ejecutoriada en su contra, La detención es u
cautelar que tiene como finalidad privarle tem
de la libertad a un ciudadano en contra de qu
presunciones de responsabilidad penal por SUP~'

o complicidad en un delito. Cabe manifestar. qv
malentendido generalizado en cuanto a la cadu
prisión preventiva y sus efectos. se ha extendídt
que una vez que el imputado o acusado (~cupen

por caducidad de la prisión preventiva, sin ca
del delito atribuido, el proceso penal ha ca
manera definitiva, cuando lo único que queda
por el transcursodel tiempo, es la prisión preve
medida cautelar personal, el proceso debe con'
su culminación, ei problema que se presenta;
vez que obtiene libertad el procesado. este desa¡
del país y no se vuelve a saber de él, especial
delito que se le atribuye es grave y llegará el r
que no comparezca al juzgamiento, ni mucl
cumplir la pena, si es que ya se ha superado est
recibido sentencia condenatoria la que se m
vigor hasta que se aprehenda al condenado. F
que reos procesados recuperen la libertad, po
de la prisión preventiva, se creó ' esta med
personal, en virtud de la cual, una vez que
dictado orden de detención en firme del aci
autor o cómplice, en el auto de llamarniet
plenario, ya no operará ningún tipo de caduc
reo afectado podria perder la libertad de
encuentra privado provisionalmente. hasta e
sentencia. Solicita se deseche la demanda plarn

Suplemento10

H. Ornar . Quinta na Baqu erizo, en su condición de
Presidente del Congreso Nacional en lo principal alega
precedente j urisprudencial y res j udicata O cosa juzgada,
en razón de que el Tribuna l Constitucional mediante
resolución 002 ·2003·0 1, expedida el 18 de Noviembre de
200] y notificada el 2 de Diciembre de ese mismo año,
desechó la inconstitucionalidad del artículo 173"A del
Código de Procedimiento Penal. publicado en el R, O 743
de 1] de Enero de 2003, cuya declaratoria de
inaplicabilidad fuera efectuada por el Juez Segundo de lo
Penal de Cotopaxi. Al existir "ya un pronunciamiento
anterior sobre la misma materia, fluye identidad objetiva y
por lo mismo opera secundum ius res judic ata. En la
demanda se aduce como derechos supuestamente violados
la libertad y prohibición de privación arbitraria de I ~

misma, artículo 23 (4); articulo 26 (6). En lo atinente a la
primera disposición es impertinente; y. con relación a la
segunda quepa subrayar que este precepto dice qué nadie
será privado de la libertad sino por orden escrita de juez
competente. en los casos, por el tiempo y con las
formalidades prescritas por la ley, salvo delito flagrante.
Ergo. i hay ley que dispone como medida cautelar la
detención en firme, y un juez la aplica, no hay
inconstitucionalidad alguna. En la demanda se alude a la
dilación o a In demora, en su parecer. con la figura de la
detención en firme, este argumento es rebatible. primero
porque el Código de Procedimiento Penal establece plazos
en los cuales debe cumplirse las diferentes fases
preprocesales o procesales a cargo de los diversos órganos
de la jurisdicción penal y del Ministerio Público, quienes
deben observar y cumplir los principios fundamentalmente
el de celeridad previsto en el articulo 192 de la Carta
Magna, recordándose que el retardo en la administración
de just icia será sancionado por la Ley conforme lo
consigna el articulo 193 ibidem. Estos mismos argumentos
se los reproduce frente al supuesto quebran tamiento de la
presunción de inocencia, articulo 24 (7); derecho de
defensa y acceso efectivo a los órganos j udiciales que se
dice en la demanda articulo 24 ( 10 y 17) Y seguridad
juridica articulo 23 (26) de la Constitución Politica.
Igualmente se indica que las disposiciones legales que alli
se impugnan atenta al derecho a la integridad personal
articulo 23 (2), frente a la cual, se debe tener presente, que
la pnsi ón preventiva y la detención en firme deben ser
dictadas por j uez compelen le y con las formalidades que la

Las normas impugnadas son las contenidas en el Capitulo 1
de la Ley No. 10 1· 2003, articulas 10, 11, 12, 14. 15. 16,
17, 28 Y] 4, publicada en el R.O. No. 74] de 13 de Enero
de 200]. reformatoria al Código Procesal Penal que se
refieren a la introducción de la figura de la "detención en
firme", como medida cautelar de carácter personal.
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-~. ' : ' ~ - r

Que, los peticionarios se encuentran legitimados para
interponer la presente acc ión de inconstituc ionalidad en
vin ud de cumpli r con los requerimientos que establecen
los art ículos 277 numeral 5 de la Constitu ción y 18 letra e)
de la Ley de Co ntrol Co nstitucional; cuanto más, que
med iante escri to de Jueves 17 de febre ro de 2005 . en
atención al requerim iento efectuado por la Comisión de
Recepc ión y Cali ficación de l Tribunal Constitucional, se
ha procedido ha nombrar co mo Procuradora Común de la
acción a la Dra. Silvana Sánchez Pinto ; y, med iante
providenci as de 18 de Febrero de 2005 y 7 de Marzo de
2005. ha sido ca lificada la demanda como clara y co mpleta

y admisible al trám ite. . J~. '" -'"l \ '\
, . J -' 'C''''f.\ \.

Que, no se ha omitido so lemnidad sustancial a guna, por lo -"
que se declara la valid ez de la causa.

Que , es pret ensión de los peticionarios se declare la
inconstitucionalidad por el fondo y se deje sin efectos
jurídicos los artículos lO, 11, 12, 14, 15. 16. 17.28,34 de
la Ley 10 1-2003 , reformatoria del Código de
Proced imiento Penal, publ icada en el Registro Ofic ial 743
de 13 de Enero de 2003 , que introdu ce la figura de la
"detención en fi rme ", como medid a cautelar de carácter
personal, al sistema procesal penal ecuatoriano.

vigencia, y atento a lo dispuesto en elart ículo 274 de la
Constituc ión Política sus efectos tienen el carácter general
y obl igatorio. •

Que , mediante la presente acción de incons tituci onalidad
se impugnan los anículos io, 11, u, 14, 15, 16, 17,28, Y
34 de la Ley 101-2003, reformatoria del Código de
Procedimiento Penal. publicada en el Registro Oficial No.
743. de 13 de Enero de 2003 , que se refieren a la
introducción de la figura de la "detención en firme", como
med ida cautelar de carácter personal ; sin embargo, como se
señal ó en el considerando precedente ya existe un
pronunciamiento de este Tribunal respecto a esta figura
jurídica, esto es, cuando se conoció el Informe de
Inap licabilidad del articulo 173-A del Código de
Procedimiento Penal reformado, elevado a este Organismo
por el Juez Segundo de lo .Penal de Cotopaxi, argumentos
que son a la vez apl icables a los artículos cuya
inconsti tucionalidad se alega por tra tarse todos dc aspectos
re lativos a la inclusión de la "detenc ión en firme" en el
sistema procesal penal ecuatoriano.

En: ~jercicio de sus func iones,
:,'..•.

RESUELVE:

Me aparto del cri terío de la mayor ía del Tribunal
Constítuclo nal, en _virtu d de los siguientes fundamentos

;," j ur idicos que co ntiene mi voto salvado ;

ANTECEDENTES

f.)'. Dr. Carlos Soria Zeas, Voc al . del Tribunal
Constitucional.

inconstitucionalidaddedemanda

..
Silvana Sánchez Pinto, a nombre y representación de mil
cuatrocientos personas, cuyas cédulasy firmas adjunta a la
presente; y, Washingt on Gruezo, por sus prop ios derechos
como ciudadano, Coordinador Nacional del Com ité
Nacional de Prísioncros del Ecuador, con fundamen to en
lo dispuesto en los art ículos 276 numeral I y 277 numeral
5 de la Constitución Pcl ítica en concordancia con los
artículos 12 numeral 1, y 18 literal d) de la Ley de Control
Constitucional, comparecen con la siguiente demanda de
inconstitucionalidad .

Las normas impugnadas son las conten idas en el Capítulo 1
de la Ley o. 101-2003, artículos \0, 11, 12, 14, 15. 16,
17.28 Y 34, publicada en el R. O. No . 743 de 13 de enero
de 2003 . reformatoria al Código Procesal Penal que se
refieren a la introducción de la figura de la "detención en
firme", como medida cautelar de carácter personal.

' " .")

VOTO, SALVADO DEL DR JUAN ,MONTALVO
MALO EN ELCASO No. 002-2005-TC

'? ..,

.:~" ' "

1.-' Desechar la

, plant~da;

2.- Disponer ei~tüv,~ de la causa; 'y,
, ..

~." , ' Publicar la presente r¿;Qr\l~ión.
.:~ . ,

;;:', ; : ', :

:" .

Que , en atenc ión a ese requerimiento el Tribunal
Constitucional med iante Resolución 002-2003 -DI ,
expedida el 18 de Noviembre de 2003 , resolvió: "1.­
Desech ar la inco nstituci ona lidad del articulo 173-A, del
Código de Proced imient o Penal, publicado en el Registro
Oficial No, 743 de 13 de Enero de 2003 . . ...; por
consiguiente, la detención en firme como figura j urídica
del Cód igo de Procedimient o Penal, no ha sido expulsada
del ordenamiento j urídico, por lo que se encuentra en plena

Que, es fundamental para efecto de éste anál isis, reseñar lo
que sigue: El Dr. Car los Po veda Moreno, Juez Segundo de
lo Penal de Co topaxi, med iant e oficio 449-JSPC~03 de 13
de Mar zo de 2003, rem ite al Tribunal Constitucional cop ia
del auto de llamamiento a la etap a de juicio en contra de
Claudio Ramiro Montenegro Vásquez, dentro de la causa
71-2002 , que se le seguía por haberse encontrado
presunci ones graves en la comisión del delito tipificado en
el anlcul o 50 5 del Código Penal y sancionado por el
art ícu lo 506, inci so final del mismo cuerpo legal, con las
agravantes estableci das en los art ícu los 31 y 515 ibidem.
En esta providencia se rat ifica la med ida cautelar de orden
person al dispuesta en · prov idencia inicial, para lo cual , se
insiste a las auto ridades de policía que lo detengan y lo
pongan a órdenes de esa judicatura, sin que se ordene
detencíó n en firme, sino prisión preven tiva . por cuanto el
Juez Segu ndo de lo Penal de Cotopaxi de acuerdo a lo ~

dispuesto en el art iculo 274 de la Constitución Politica
declara inaplicable la norma contenida en la refo rma
establecida en el art ículo I73-A, con relación al art ículo
232. numeral cuarto, de l Código de Procedimiento Penal ,
pub licado en el R.O ., 7 16 de 2 de Diciembre de 2002,
estimando que las med idas cautelares de carácter personal
en nuestra legis lació n, se las clasifica como arresto.
detención prov isional y prisión preventiva, por lo que la
" de te nció n en firme" , siendo una part icularidad de la
detención en genera l. no deja de ser pris ión preventiva para
su efecto en una etapa del juicio. Finalmente dispone se
eleve el info rme al Tribunal Constitucional para la
final idad prevista en el artículo 274 de la Constitución
Política.

I
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CONTESTACIONES A LA DEMANDA

Consta el libelo, un análisis pormenorizado de los
fund amentos de hecho y de derecho de la pretensión, por
lo que en virtud de aquello, solicitan se declare la
inconstitucionalidad de fondo y se deje sin efecto los
artícu los referidos.

Por su parte, el Subsecretario Jurídico de la Presidencia
de la República como delegado del Coronel Ingen iero
Lucio Gutié rrez Borbúa, Presidente Constitucional de la
Repúbl ica comparece y manifiesta: Que el artículo 24
numeral 8 de la Constitución Política constituye la base
constitucional plasmada en el segundo considerando de la
Ley 10 ¡-2003 y determina las verdaderas razones de las
reformas introducidas, es decir, sirven para prevenir la
evasión del infractor. En este mismo sentido, era necesario
coady uva r a la act ividad judicial y policial , evitando la

Lunes 23 de Octubre del

PRIMERA.- Que, el Tribunal Constitucional,
con el numeral 1 del articulo 276 de la C
Política República, en concordancia con los a
numeral 1 y 18 literal d) de la Ley d
Constitucional es competente para conocer y
presente caso;

.•..,<:;q~SWERACIONES
:~. : ~ ~:;:~. ,_.l-.>..:,j":~ .': . '

evaston del sindicado, unificando la conde
cometimíento de infracciones conexas en la
distinta jurisdicción y por delito de igua l
gravedad. La clasificaci ón de las medidas cau:
contiene el art iculo 160 inciso primero del
Procedimiento Penal incluye la detención en fin
que el segundo inciso desarrolla el concepto de
institución del Derecho Procesal ' Penal,
contrarrestar los efectos negativos que se der
caducidad de la prisión preventiva, en cua
imputados a acusados, según el caso, recuperan
por falta de despacho oportuno de las causas
que estuvieren involucrados, al no existir
ejecutoriada en su contra. La detención es u
cautelar que tiene como finalidad privarle term
de la libertad a un ciudadano en contra de qu
presunciones de responsabilidad penal por SUPUI

o complicidad en un delito. Cabe manifestar,
un malentendido generalizado en cuanto a laca
la prisión preventiva y sus efectos, se ha extend
de que una vez que el imputado o acusado r
libertad por caducidad de prisión preve
consideración del delito atribuido. el procese
concluido de manera definitiva, cuando lo
queda sin efecto por el transcurso del tiempo, e:
preventiva como medida cautelar personal, el pro
continuar hasta su culminación, el problerr
presenta, es que una vez que obtiene la
procesado, este desaparece, fuga del país y no !

saber de él, especialmente, si el delito que se le
grave y llegará el momento en que no corn¡
juzgamiento, ni mucho menos a cumplir la peru
ya 'se ha superado esta etapa ,y ha recibide
condenatoria la que se mantendrá en vigor hl
aprehenda al condenado. Para impedir-que reos
recuperen la libertad, por caducidad de
preventiva, se creó esta medida cautelar Persona
de la cual , una vez que se hubiere di~tádo
detención en firme del acusado, como autora ~~
el auto de llamamiento a juicio plenario, Ya
ningún tipo de caducidad. Así, el reo afect,
perder la libertad de la que se encuentr
provisionalmente, hasta que se dicte sentencia.
deseche la dem"anda planteada,

SEGUNDA.- Que; los peticionarios se
legitimados para interponer la presente
inconstitucionalidad en virtud de cumplir
requerimientos que establecen los artículos 277
de la Constitución y 18 literal e) de la Ley
Constitucional ; cúanto mas, que mediante escr ito
17 de febrero de 2005, en atención del req
efectuado por la Comisión de Recepción y Calit

Tribunal Constitucional, se lía procedido ha non
Procuradora Común de la acción a la Dra. Silva:
Pinto; y, mediante providencias de 18 de febrerc
7 de marzo de 2005, ha sido calificada cor

completa y admisible al trámite.

Suplemento12

H. Ornar A. Quintana Baquerizo, en su condición de
Presidente del Congreso Nacional en lo principal alega
preceden te jurisprudencial y res judicata o cosa juzgada, en
razón de que el Tribunal Constitucional mediante
resolu ción 00 2-2003-0 1, expedida el 18 de noviembre de
2003 y notiticada el 2 de diciembre de ese mismo año,
desech ó la inconsritucionalidad del articulo 173-A del
Código de Procedimiento Penal, publicado en el R.O. 743
de 13 de enero de 2003, cuya declaratoria de
inaplicabilidad fuera efectuada .por el Juez Segundo de lo
Pen al de Cotopax i. Al existir ya un procedimiento anterior
sobre la m isma materia, fluye identidad objetiva y por 10
mism o op era secundum ius res judicata. En la demanda se
aduee como derechos supuestamente violados la libertad y
proh ibic ión de pri vación arbitraria de la misma, artículo 23
(4) ; artic ulo 26 (6) . En lo atinente a la primera disposición
es impert inente; y, con relación a la segunda quepa
subraya r que este precepto dice que nad ie será pri vado de
libert ad sino por orden escrita de juez competente, en los
casos. por el tiempo y con las formalidades prescritas por
la ley, salvo delito flagrante . Ergo, si hay ley:qu;,dispone
como medida cautelar la detención en fJIP1e/y u~ juez la
aplica, no hay inconst itucio nalidad algil)iá: En la demanda
se alude a la dilación o a la demora; en su parecer, con la
figura de la detención en firme, este argumento es
rebat ible, primero porque el Código de- Procedim iento
Pen al esrablece plazos en los cuales debe cumplirse las
di fer en tes fases preprocesales o procesales a cargo de los
diver sos órganos de la jurisdicción penal y del Ministerio
Público, quienes deben observar y cumplir los principios
fundam ent almente el de celeridad previsto en el artículo
192 de la Carta Magna, recordándose que el retardo en la
administración de justicia será sancionado por la Ley
conforme lo consigna el articulo 193 ibídem. Estos
mismos argumentos se los reproduce frente al supuesto
quebrantamiento de la presunción de inocencia, artículo 24
(7) ; derecho de defensa y acceso efectivo a los órganos
judiciales que se dice en la demanda artículo 24 (10 Y 17) Y
seguridad juridica artículo 23 (26) de la Constituci ón
Política. Igualmente se indica que las disposiciones legales
que allí se impugnan atentan contra el derecho a la
inte gridad personal artículo 23 (2) , frente a la cual, se debe
tener pr esente , que la prisión preventiva y la detención en
firm e deben ser dictadas por el juez competente y con las
formal idades que la ley prevé, es para infracciones que

• revisten gravedad, entre las que están delitos contra la vida
e inte gridad de las personas, y otros cometidos contra los
bienes j uríd icos protegidos. Solicita desechar la demanda.
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TERCERA.- Que, no se ha omitido solemnidad sustancial
alguna, por lo que se declara la validez de la causa,

UARTA.- Que. es pretensión de los peticionarios se
declare la inconstitucionalidad por el fondo y se deje sin
efectos jurídicos los artículos lO, 11 , 12, 14. 15, 16, 1728,
34 de la Ley 101-2003, reformatoria del Código de
Procedirruento Penal , publicada en el Registro Oficial 743
de 13 d Enero de 2003, que introduce la figura de la
"detenci ón en firme", corno medida cautelar de carácter
personal, al sistema procesa l penal ecuatoriano.

Inaplicabilidad del artículo 173- del Código de
Procedimiento Penal reformado, ele ado a este organismo
por el Juez Segundo de lo Penal' de Cotopaxi, argumentos
que son a la vez apl icables a los artículos cuya
inconsritucionalidad se alega por tratarse todos los
aspectos relativos a la inclusión de la "detención en firme"
en el sistema procesal ecuatoriano.

En ejercicio de sus funciones constitucionales y legales,

RESUELVE

Q INTA.- Que, es fundamental para el efecto de este
análisis, reseñar lo que sigue: El Dr. Carlos Poveda
Moreno. Juez Segundo de lo Penal de Cotopaxi, mediante
oficio 44\J -JSPC-03 de 13 de marzo de 2003, remite al
Tribunal Consutucional copia del auto de llamamiento a la
etapa de JUICIO en contra de Claudia Ramiro Montenegro
Vásquez. dentro de I causa 7 1-:!()02, que se le seguía por
haberse encontrado presunciones graves en la cc misi ón del

.~ delito tipificado en el art ículo 505 del Código Penal y
sancionado por el articulo 506, inCISO final del mismo
cuerpo legal, con las agravantes establecidas en los
articules 31 y 515 rbidem. En esta providencia se ratifica la
medida cautelar de orden personal dispue ta en
providencia inicial. para lo cual, se insiste a las autoridades
de policía que lo detengan y lo pongan n órdenes de esa
Judicatura. sin que se ordene dete nción en fir me, sino
pr í ión preventiva. por cuanto el Juez egundo de lo
Penal de Cotopaxi de acuerdo a lo dispuesto en el articulo
274 de la Constitución Polltica declara inaplicable la
norma contenida en la reform a establecida en I articule
173-:\ . con relación al artículo 232. numeral cuarto. del

i, ') Código de Procedimiento Penal; publicado en R.O. 716 de
, v '\ " y2 de diciembre de 2002 , estimando Que las medidas
1 oJ \ vV- =-:::-:-=~'~:-.r.:~=-..,...,..,. b .r ' , A.v ca~.el ¡¡ res de carácter. pe r~~~:.n~ nuestra .1~g ls l ac lO n . s,e: las

(\-' r j .;J clasifica como arres to, detenci ón provisional y pns iOnIv)' ~. preventiva, por iOCjüefii'~crónen-rrrlne''S~5-una
. pal1 lculandad de la detenclOn general, no d~jn<te-ser

f prisión reventiva para su efectll en una etapa del JnTcio.

I Finalmente dispone que cI e e 1/1. ar me: a TñDünal
r Constitucional para la finalidad prevista en el articulo 27tf
.. de la Constitución Política.
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SEXTA.- Que, en atención a ese requer imiento el Tribunal
Constitucional mediante resolución 002-2003-01, expedida
el 18 de noviembre de 2003, resolvió : "1.- desechar la
inconsiitucionalidad del articulo 173-A, del Código de
Procedimiento Penal, publicad o en el Registro Oficial No.
743 de 13 de enero de 2003..."; por consiguiente , la
detenc i ón en firme como figura jurídica del Código de
Procedimiento Penal no ha sido expulsada del
ordenamiento ju rídico. por lo que se encuentra en plena
vigenCia y atento a lo dispuesto en el articulo 274 de la
Constitución Política sus efectos tienen el carácter general
y obligatorio

ÉI'T1i\ IA.- Que. mediante la presente aceren de
mconstiructonalidad se impugnan los artículos 10, 11, 12
14, 15, 16, Ii'. 28, Y J-l de la Ley 101·2 003, reformatoria
del Código de Procedi miento Penal publicada en el R.O.
743. e 13 de enero de 2003, que se refiere a la
mrroducción de la figura de 1:.1 "de tenci ón en firme", como
medida cautelar de carácter personal; sin embargo, como se
señaló en el considerando presente ya existe un
pronunciumiento de este Tribunal respecto a esta figura
Jurídica. esto es, cuando se conoció el Informe de

1.- Desechar la demanda de inconstitucionalidad
planteada ;

2.- Disponer el archivo de la causa; y,

3.- Publicar la presente resolución.
.. ,

NOTlFIQUESE y PUBLlQUESE

f.) DI. Juan Montalvo Malo, Vocal del Tribunal
Constitucional.

TR lB AL CONSTITUCIONAL.- Es. fiel copia del
original.- Quito, a 18 de octubre del 2006.- [) El

ccrctario General.

PL I O DEL TRIB AL O TIT C IOI AL.­
Quito, 17 de octubre del 2006.-' Las I3hOO.- Para resolver
sobre los escritos presentados por el doctor Wilfrido
Lucero Bolaños, Presidente del H. Congreso Nacional y
doctor Camilo Mena Mena. Director I aciana! de
Patrocinio, Delegado del Procurador General del Estado.
que contienen los petitorios de aclaración' y ampliación de
la resolución No. 0002-200S-TC dictada 'por el Tribunal
Con titucional él 26 de septiembre del 2006, que se ordena
agregar al expediente. En lo principal s considera que la
resolución en referencia aborda todos y cada uno de los
aspectos contenidos en la demanda, tanto en sus
antecedentes. considerandos y parte resolutiva; sin
embargo. se destaca lo siguiente: 1.- 'En el considerando
Cuarto de la Resolución, de: manera clara y explicita se
explica que en el fallo 'dictado en noviembre de 2003
mediante el cual se desechó la-inaplícabilidad de la norma.
no existe res- iudicata o cosa juzgada porque el artículo
278 de la Constitución únicamente le asigna tal efecto a la
declarator ia de inconst itucionalidad. Es decir la consulta de
inaplicabilidad - elevada por el doctor Carlos Poveda
Moreno, Juez Segundo de lo Penal de Cotopaxi, solo tuvo
aplicación para el caso concreto que juzgóy por mandato
del artículo 274 de la Constitución Política tenia que ser
conocida por el Tr ibunal Constitucional, que desestimó los
argumentos del juez con carácter erga ornnes, en su
condición de legislador negativo, pero de ninguna manera
significó declarar la constitucionalidad de la detención en
firme. Por lo señalado no procede la ampliación y
aclaración solicitada. 2.- El articulo 278 de la Cana
Política señala que la declaratoria de inconstituciona' idud
no tiene efecto retroactivo y entrará en vigencia desde la
fecha de su promulgación en el Registro Oficial, a su vez el
inciso segundo del articulo 22 de la Ley Orgánica de
Control Constitucional establece que la declaratoria di:
inconstitucionalidad de la resolución' no afectará las
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situaciones jurídicas surgidas al amparo de tales normas
antes de la declaratoria de inconstitucionalidad, precepto
que precautela la seguridad juridica garantizada en el
artículo 23 numeral 26 de la Constitución; y por ende la
declarator ia de inconstitucionalidad no modifica las
situac iones procesales surgidas durante la vigencia de la
norma. En consecuencia, vistas las normas citadas,
tampoco procede ampliación y aclaración, ' de textos
constitucionales y legales. ·3.- El inciso segundo del
art ículo J99 de la Constitución Politica señala que: " Los
Magistrados y Jueces serán ind ependi entes en el ejercicio
de su potestad jurisdiccional aún frente a los demás
órganos de la Función Judici al; só lo estarán sometidos a la
Constitu ció n y a la Ley", consec uentemente están
obligados a cumplir con lo d ispuesto en el artícu lo 278 de
la Carta Fundamental, norma especial para el caso de
declaratoria de inconstitucionalidad de una norma. Se
entiende asi que cada juez es responsable en el ejercici~
su JUrisdicció n y comp etenCIa, respecto de las materias
sometidas a su Juzgamle nto, debiendo cumplir ara el
e ec o con e or enam len to const ituCIO nal le al vi ente .

n os errmnos señalados quedan atendidos los ped idos
formulados .- NOTIFÍQUESE y ARCHÍVESE.-

f.) Dr. Santiago Velázquez Coello, Presidente.

RAZON : Siento por tal, que la providencia que antecede;
fue aprobada con cinco votos a favor correspondientes a
los doctores Jorge Alv ear lacias , José" Gaicía Falconí
(voto concurrente), Tarquino Orellana Serrano, Enrique
Tamariz Baque rizo y Santiago Velázquez Coell o y dos
abstencio nes de los doctores JUarJ'Montalvo Malo y Carlos
Soria Zeas ; sin contar con la 'presencia de los doctores
Jacinto Loaiza Mateus y Manuel Viterí Olvera, quien se;
encuentra con licencia, én sesión de martes diecisiete ~ .~e
octubre de dos mil seis .- Notifiquese. ' ·

f.) Dr. Juan Carlos Calvache Recalde, Secretario General

VOTO CONCURRENTE DEL DR. -lOSE GARCIA
FALCONI, EN LA PROVIDENCIA DE .
ACLARACION, EN EL CASO SIGNADO CON EL .
No. 0002-2005-Te. . ' :< c:<," ,:~ ..z

Es necesario adecuar el Derecho Penal Contemporáneo a
las exigencias del Estado Social y Democrático de Derecho
en el cual se tiende a utilizar el ejercicio del poder punitivo
del Estado como un mecanismo de control social, de tal
modo que la soc iedad y en especial los órganos
jurisdiccionales deben entender al Derecho Penal como el
último recurso al que debe recurrirse para garantizar la
convivencia pacífica de los ciudadanos.

Sólo el entendi miento del Derecho Penal como últ ima ratio
ya justifica plenamente la reso luc ión tomada por el Pleno
del Tri bunal Constitucional pues como órgano de control
consri tuc ional debe garan tizar los de rechos fundamentales
de! ser humano y considerar por tanto como excepcionales,
a las medidas restrictivas del derecho que en un proceso se
dicten contra el ciudadano atacado por el Estado a través
de una imputación penal. Es dentro de este marco, que las
decisi ones de l Tribunal Const itucional deben considerarse
equili brando med iante la aplicación del . princ ipio de
ponderación la tensión producida entre los derechos de la
soci edad y del ind ividuo.

f.) Dr. José GarcíaFalconl, Vocal.

TRIBUNAL ' CONSTlTUC10NAL.- Es fiel .
original.- Quito: a 18 de octubre del 200(
Secretario General.

No. OOII-Oó-TC y 0018-0ó-TC

"EL TRIBUNAL CONSTUTICIONA

En los casos signados con los Nos. OOII-Oó-T
O~-TC, acumulados, referentes a las demandas I
declare la inconstitucionalidad por el fondo del
de la Ley Orgánica Reformatoria a la Ley 01
.li:lecciones, publicada en el Registro Oficial N
Ude mayo del 2006 (ley-2006-45) (precedím
adjudicar escaños)

ANTECEDENTES:

(,;¡¡.so N.o" OIl-06-TC

• El lng. Rafae l ' An,top io Dávila Egüez, dipuf
. : :provincia de Lojá, en ejercicío de lo ' preví

.' 'artículos 277 numeral 5 y.2J6 numeral I de la <:
Política de la República, demanda se.
inconstitucionalidad por el fonoo ' del Articulo :
Orgánica Reformatoria a la Ley Orgáp i~n de El,
cual contiene el procedimiento para adjudicar
los procesos electorales. Fundamenta su p,etició
Constitución Polít ica de la República, en .los ar
numeral 2, 18, 26, 27, 97, numeral 17, 99 y 2
estab lecen que el Ecuador es un Estado Socialr
garantiza el sistema democrático, que los
garantías de las Personas sean interpretados de
más, favorezca su efectiva vigencia, sinquI
requisitos no prescritos en la Constituc ión y la
que la Constitución está sobre cualquier norm
j erarqula. Que el sistema democrático gara
forma de gob iem ,el de recho de los ciudadan:
ser elegidos, mediante ~l derecho al VOl

elecciones pluripersonales lo ciudadanos tiene
seleccionar los candidatos de su preferencia dt
entre listas , Expresa que , no obstante lo anotad
de violación flagrante de lo expresado en cons
de 1997, con el fin aparente de armonizar le
constitucionales en materia electoral y
representación proporcional de las minorías, p
artículo 99 de la Constitución Política de la ¡¡
introduce mediante Ley Orgánica Reformatoru
Elecciones, publicada en el Registro Oficial No
de mayo del 2006, disposiciones inconstitucio
adjudicación de escaños en las elecciones pluri

Asi se expresa que con la indicada Ley se '
conste la votación por lista (lista completa o
que obligarla , según el accionante , a diseñar
papel eta electoral con un casillero espI
consumar aquel voto no previsto por el artic
Co nstitució n, que no admit e el voto por Iis1
personas (Listas Abiertas)


